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La posibilidad que le asiste al Poder Ejecutivo para presentar objeciones los proyectos 
de ley que han sido aprobados por la Rama Legislativa del poder público, parece ser una 
característica particular de los regímenes presidencialistas, que tienen como punto de 
partida el axioma jurídico-político de la tridivisión de poderes.  
 
VARGAS DEL CAMPO (2003) habla de “colaboración coordinada” entre el 
Ejecutivo y el Legislativo para sacar avante el proceso de creación de las leyes. Para 
garantizar esta “colaboración coordinada” se le han concedido al ejecutivo dos 
privilegios: las objeciones y los mensajes de urgencia. No obstante, la facultad de 
formular objeciones es de tal complejidad que ha dado lugar a la existencia de tesis 
antagónicas. Por un lado, se ha considerado que se trata de una facultad de veto de una 
rama del poder público a otra; por otro, tal facultad ha sido vista como la manifestación 
de la colaboración armónica entre ellas.     
 
 Al revisar la historia de las objeciones gubernamentales –también llamadas “veto”–, 
se descubre que no se trata de una figura propia u originaria de los regímenes 
presidenciales, pues si hemos de creerle a KELSEN, esta figura se origina hacia la Edad 
Media en las monarquías parlamentarias como un mecanismo de pesos y contrapesos 
destinado a evitar la acumulación excesiva de poder, bien fuera por parte del monarca o 
el parlamento1. Posteriormente, este sistema será adoptado al interior de regímenes 
políticos presidencialistas, tal como sucedió en los Estados Unidos de Norteamérica con 
la Constitución de 1787, “… paradigma del régimen presidencial con su teoría de los 
check and balances…”2. Bajo este sistema, por el contrario, las objeciones 
presidenciales se han presentado como una muestra de “interdependencia por 
coordinación” o por colaboración, como sostienen autores como KARL LOWENSTEIN3. 
 
1 KELSEN, Hans. Teoría del Estado. México D. F.: Editora Nacional. 1950. 
2 FLÓREZ RUIZ, José Fernando. Rudimentos del régimen parlamentario: ¿una opción para Colombia? 
En: Revista Derecho del Estado, No. 22. 2009. Pp. 245-290. 
3 “Es cierto que en el parlamentarismo el control del Gobierno sobre la ley es prácticamente nulo, y esto 
lógicamente, ya que en virtud de la interdependencia por integración todas las leyes estarán por lo menos 
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En los regímenes políticos presidencialistas, el catálogo de atribuciones que le 
corresponden al Presidente es amplio4. De cualquier manera, la que interesa para el 
desarrollo de la presente investigación se relaciona, casi que exclusivamente, con la 
facultad que le asiste al Gobierno (Presidente de la República y Ministros) para presentar 
objeciones a los proyectos de ley que han sido aprobados por la Rama Legislativa del 
Poder Público.  
 
En Colombia, el trámite de las objeciones presidenciales se encuentra regulado en 
los artículos 165 a 168, y artículo 241, num. 8 de la Constitución Política de 1991. Estos 
artículos se reglamentaron por medio de los artículos 79.4, 196 a 201 de la Ley 5ª de 
1992, y el Decreto 2067de 1991. De estos enunciados normativos se desprende que las 
objeciones pueden ser de dos tipos: por inconveniencia o por inconstitucionalidad. 
 
Cuando el Presidente de la República objeta una iniciativa legislativa por 
inconstitucionalidad, el proyecto se envía a la Corte Constitucional para que la 
corporación decida definitivamente sobre su exequibilidad, bien sea ordenando al 
Presidente sancionar la ley, o, por el contrario, declarando su inexequibilidad y 
ordenando archivar el proyecto. 
 
Por su parte, en la objeción por inconveniencia el proyecto se devuelve a la cámara 
en la que se originó su trámite. Luego de un nuevo debate en sesión plenaria, si la 
 
aprobadas por el Gobierno, cuando no han sido propuestas por él. Si el Parlamento quisiera aprobar un 
proyecto de Ley de importancia vital contra la oposición del gabinete, este último tendrá que dimitir. El 
control interórgano del gobierno sobre el producto legislativo adoptado es máximo en el presidencialismo, 
basado en la interdependencia por coordinación”. Véase LOEWENSTEIN, Karl. Teoría de la 
Constitución. Barcelona: Ariel S. A., 1982, p. 271. 
4  En cuanto a las atribuciones especificas del Presidente de la República al interior de los denominados 
regímenes presidencialistas, se deben destacar las siguientes: a) El presidente cuenta con la facultad de 
nombrar a sus ministros, sin depender para esta tarea de la opinión del Congreso. En consecuencia, puede, 
igualmente,   remover a los ministros, a quienes se considera como empleados de confianza y, en 
consecuencia, de libre nombramiento y remoción, b) Los ministros, por su parte, gozan de independencia 
frente al Congreso, c) En el ejercicio de la función ejecutiva el Jefe de Estado goza de autonomía y 
libertad respecto de las demás Ramas del Poder Público, d) En cuanto a los  ministros, tendríamos que 
estos deber asumir motu proprio la responsabilidad  que se genere  de sus actos, e) El Jefe de Estado 
puede ejercer la función legislativa, tal como sucede en el caso colombiano en virtud de las facultades 
legislativas excepcionales (Constitución Política de 1991, artículo 150, numeral 10).  
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mayoría absoluta de ambas cámaras parlamentarias insisten, la iniciativa se remitirá 
nuevamente al Presidente de la República para su sanción, sin que exista la posibilidad 
de formular nuevas objeciones. 
 
 En nuestro régimen constitucional, el Congreso de la república ostenta facultades 
para señalar tanto las materias que son objeto de regulación legal, como los parámetros 
que permitan establecer posteriormente la identidad temática sobre los preceptos que 
conforman determinado ordenamiento jurídico. Así, si un proyecto de ley –ordinaria o 
estatutaria– guarda correspondencia con los asuntos que son objeto de regulación legal 
y, además, se encuentra delimitada en forma general la materia que es objeto de 
tratamiento legislativo, garantizando a sus destinatarios la necesaria seguridad jurídica y 
el adecuado marco para la interpretación y aplicación de la misma, cabe entonces 
preguntarse ¿cuál es la función que cumplen las objeciones presidenciales? 
 
Podría tratarse, en apariencia de un tema pacífico si se considera que la facultad que 
le asiste al Gobierno de presentar objeciones le ha sido concedido desde el texto mismo 
de la Carta Política. Ello explicaría, por ejemplo, que los resultados arrojados por los 
buscadores académicos sean nulos5. Sin embargo, el tema que se aborda en la presente 
investigación desarrolla varios ejes temáticos de los cuales se desprenden fuertes 
cuestionamientos al funcionamiento de las objeciones presidenciales en ciertos eventos 
específicos, donde parecieran desconocerse los principios y valores que rigen el 
funcionamiento del Estado Social de Derecho, y especialmente en lo que se relaciona 
con los principio político-constitucionales de la división de poderes  y de la colaboración 
armónica entre las ramas del poder público. Teniendo siempre presente que es el Poder 
Legislativo el llamado a desarrollar la Constitución política, mediante la ley y en los 
términos precisos para su formación, sin que en ningún momento este autorizado la 
Legislatura para desconocer o superar la supremacía constitucional.  
 
 
5 En Dialnet, al emplear el motor de búsqueda “objeciones presidenciales”, se obtiene como resultado cero 
(0) coincidencias. Lo mismo sucede con el buscador Scielo. 
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Así las cosas, la justificación del presente trabajo viene dada por la necesidad de 
cuestionar la pertinencia y oportunidad de las objeciones presidenciales; más aún, 
cuando la Corte Constitucional a través de la acción de inconstitucionalidad realiza un 
examen que, si bien solo se les otorga a asuntos de procedimiento, también podrá 
hacerse de fondo cuando considere que se presenta una sustitución de la constitución. 
 
En este orden de ideas, lo pacífico del tema es tan solo aparente, pues, aunque las 
objeciones presidenciales pudieran no considerarse nocivas o inconvenientes per se, la 
forma en que esta facultad sea ejercida en un caso concreto sí puede revestir serias 
implicaciones frente a la división de poderes. 
 
Como consecuencia de lo anterior, tendríamos entonces que, un análisis de esta 
figura –objeciones gubernamentales– no puede realizarse en abstracto. Al ser una 
facultad constitucional, el análisis sobre la nocividad o utilidad de las objeciones 
presidenciales solo puede darse en casos concretos, siendo necesario los argumentos 
puntuales que han sido esgrimidos por el Gobierno en un caso específico para objetar un 
proyecto de ley.  
En consecuencia, este trabajo es argumental. No se trata en la presente investigación 
de señalar un parecer en torno a la utilidad o inutilidad de las objeciones presidenciales 
en forma genérica. Si bien lo que realmente interesa para esta investigación se relaciona 
con la utilidad de las objeciones presidenciales al interior de un estado democrático 
deliberativo y la posibilidad de determinar si las objeciones gubernamentales podrían, 
eventualmente, convertirse en mecanismos que permitan la injerencia arbitraria de una 
de las ramas del Poder Público sobre otra, tal análisis se hará bajo el modelo de estudio 
de caso.  
Por tal motivo, proponemos concentrarnos delimitando nuestro examen a revisar 
uno de los eventos de objeciones gubernamentales que más han suscitado controversia: 
nos referimos a las presentadas ante el Proyecto de Ley 55/14 Senado – 195/14 Cámara 
“por medio del cual se expiden el Código General Disciplinario y se derogan la Ley 734 
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de 2002 y algunas disposiciones de la Ley 1474 de 2011, relacionadas con el derecho 
disciplinario.  
 
De esta manera, el propósito principal de esta investigación es establecer cuál es la 
real utilidad de las objeciones presidenciales en un régimen político presidencialista 
como el colombiano que consagra la tridivisión de poderes. Para lograr este objetivo, se 
pretende indagar si la normatividad que actualmente regula las objeciones presidenciales 
resulta suficiente para precaver la injerencia arbitraria de una Rama del poder Público en 
los asuntos que son competencia exclusiva de otra; analizar la validez y coherencia de 
los argumentos expuestos por el gobierno al objetar el Proyecto de Código General 
Disciplinario y examinar el papel transformador de la Corte Constitucional en las 
relaciones entre el ejecutivo y el legislativo en el caso concreto de las objeciones a dicho 
proyecto.  
 
Lo anterior exige establecer la coherencia y validez de los argumentos sobre los 
cuales el Gobierno sustentó sus objeciones. Este fin solo puede ser alcanzado mediante 
un procedimiento de análisis documental, que atiende a una hermenéutica propia del 
texto constitucional, cuya textura abierta permite muchas interpretaciones plausibles, de 
las cuales una se torna más cercana al objetivo de la Carta que otras6.  
 
Alcanzados los objetivos propuestos, podremos corroborar o descartar nuestra 
hipótesis según la cual, las objeciones gubernamentales son parte Estado deliberativo, 
entendiendo por tal aquel en el cual se instauran y respetan procedimientos ampliamente 
participativos para la toma de decisiones y ajustados a la norma constitucional y, bajo un 
adecuado funcionamiento, no podrían emplearse como un mecanismo de injerencia 
arbitraria de una de las Ramas del Poder Público sobre otra. 
 
 
6 DUEÑAS RUÍZ, Óscar José. Lecciones de hermenéutica jurídica. 3ed. Bogotá: Ed. Universidad del 
Rosario. 2006. Pp. 141 y ss. 
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El desarrollo de esta investigación adoptará el siguiente esquema: un primer 
capítulo estrictamente teórico-descriptivo, en el cual se abordan dos temas. En primer 
lugar, la teoría clásica sobre la tridivisión de poderes como pilar fundamental del Estado 
de Derecho; en segundo lugar, una minuciosa revisión de la teoría sobre las patologías 
de la división de poderes a partir del trabajo desarrollado por MALEM SEÑA & 
SELEME7.  
 
El segundo capítulo se ocupa de examinar la figura de las objeciones presidenciales 
y su proceso de constitucionalización. 
 
Un tercer último capítulo se centra en el análisis pormenorizado de la relación entre 
el Poder Judicial y el Poder Ejecutivo en el marco de las objeciones presidenciales que 
fueron presentadas en torno al Código Disciplinario Único, a partir de los argumentos 
del Gobierno como los de la Corte Constitucional.     
 
Por último, se presenta el acápite de conclusiones, en el cual se recogen nuestras 
apreciaciones frente al caso específico, incluyendo algunas propuestas destinadas a 

















7 MALEM SEÑA, Jorge F. y SELEME, Hugo O. “Patologías de la división de poderes”. En: Revista 




LA SEPARACIÓN DE PODERES Y LA COLABORACIÓN 
ARMÓNICA COMO PILARES DEL ESTADO DE DERECHO 
 
1.1 Separación de poderes, Derecho Público y despotismo   
 
Transcurridos ya más de cuatrocientos años de que MONTESQUIEU formulara la teoría 
sobre la tridivisión de poderes, en su ya clásica obra El espíritu de las leyes, pareciera 
anacrónico recurrir a dicha planteamiento. Empero, tal anacronismo es tan solo aparente. 
Un hecho trascendental explica por qué aún en la actualidad, y transcurridos ya más de 
cuatro siglos, seguimos acudiendo a dicha teoría. Este hecho no es otro que su utilidad. 
 
LOWENSTEIN considera que al dividir las Ramas del Poder Público y asignarle 
a cada una función específica, se logra conjurar la acumulación excesiva de poder8. 
Quiere esto decir que, de alguna manera, se logra conjurar el despotismo. Puede 
afirmarse entonces que en los orígenes del Derecho Administrativo se encuentra la idea 
de la separación de poderes como mecanismo para conjurar la arbitrariedad.   
 
Se presenta aquí una pugna entre lo político y lo jurídico, puesto que el Derecho 
se erige como un medio de contención frente a la expansión arbitraria e ilimitada de lo 
político. En consecuencia, tal como lo señala ABRIL, de lo que se trataba era de poder 
establecer cuáles eran los límites del soberano, que hasta la época de la Ilustración (siglo 
XVII) había tenido como único límite el impuesto por su voluntad9. No existe autor de 
este periodo que, de una u otra manera, no se haya preocupado por esta temática. 
 
El interés por encontrar mecanismos que frenen el poder ilimitado del Estado se 
ha conservado desde el siglo XVII hasta nuestros días. Dos ejemplos resultan suficientes 
para probar esta afirmación. En primer lugar, encontramos la obra de VON 
HUMBOLDT, escrita hacia el año de 1792 –a tan solo tres años de ocurrida la 
 
8 LOEWENSTEIN, Karl. Teoría de la Constitución. Barcelona: Ed. Ariel. 1982. 
9 ABRIL, Ernesto. Las limitaciones del Soberano. México, D. F.: Ediciones Fontamara. 2004. 
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Revolución francesa (año de 1789)–, y que lleva por título “Los límites de la acción del 
Estado”,  y donde desde una perspectiva eminentemente ius-naturalista se indica lo 
siguiente: “Que el estado se abstenga de velar por el bien positivo de los ciudadanos y se 
limite estrictamente a velar por su seguridad  entre ellos mismos y frente a los enemigos  
del exterior, no restringiendo su libertad con ningún otro fin”10. En segundo lugar, 
tendríamos la teoría del garantismo judicial, propuesta por Luigi FERRAJOLI, la cual 
parte de la desconfianza hacia el poder del Estado, no cree que este poder sea bueno por 
sí mismo y, en consecuencia, le opone los derechos fundamentales como un límite11. 
 
Tras constatar que la preocupación por imponerle límites al poder político se 
conserva aún en nuestros días, se debe indicar que, en un principio, hacia el siglo XVII, 
dicha labor le correspondió a una rama del Derecho que hoy se encuentra casi olvidada: 
el Derecho Político, que se encargaba del estudio de las normas que regían el 
funcionamiento de la Autoridad y el Estado, incluyendo el estudio de las instituciones 
jurídicas y políticas (instituciones jurídico-políticas).  
 
El origen del Derecho Político conduce hasta la obra de Juan Jacobo 
ROUSSEAU, cuyo título original en francés era: “Du contract social; ou des principes 
du droit politique”, traducido en las primeras ediciones castellanas como “El Contrato 
Social, o Principios de Derecho Político”. En la obra de MONTESQUIEU, “El Espíritu 
de las Leyes”, publicada en el año de 1748, se utiliza la expresión “derecho político” 




10 HUMBOLDT, Wilhelm von. Los límites de la acción del Estado. Madrid: Ed. Tecnos. 2009. 
11 FERRAJOLI, Luigi citado en CARBONELL, Miguel. ¿Qué es el garantismo? Una nota muy breve. 
2009. Recuperado de: 
http://www.miguelcarbonell.com/docencia/Qu_es_el_garantismo_Una_nota_muy_breve.shtml [22 de 
marzo de 2017]. 
12 NÚÑEZ RIVERO, Cayetano; GOIG MARTÍNEZ, Juan Manuel & NÚÑEZ MARTÍNEZ, María. 




Como común denominador de un amplio grupo de autores (ROUSSEAU, 
MONTESQUIEU, VON HUMBOLDT) encontramos una concepción del Derecho 
Político, según la cual, este trata de hallar los mecanismos capaces de morigerar el 
despliegue del poder soberano, que para el siglo XVII se presentaba como ilimitado, a 
tal punto, que se acuño el epíteto de “monarquismo despótico”13. 
 
Volvemos así a la idea con la cual abríamos el presente acápite: la tridivisión de 
poderes es un instrumento jurídico-político útil y necesario para prevenir la acumulación 
ilimitada y, en consecuencia, evitar toda manifestación despótica. Podríamos afirmar, 
entonces, que la tridivisión de poderes exige ser reactualizada para hacer frente a la 
concentración excesiva de poder.  
 
Si bien, algunos pensadores como ARISTÓTELES ya habían planteado algunas 
ideas destinadas a erradicar el autoritarismo y el despotismo14, serán los pensadores 
modernos, entre ellos LOCKE y MONTESQUIEU, quienes empiecen a formular la 
separación de poderes “(…) con la finalidad de una mayor garantía de los derechos y de 
las libertades del hombre. (…) Locke argumenta y defiende por primera vez este tipo de 
organización del poder como mecanismo de seguridad y protección de los derechos 
naturales del hombre”15. La idea subyacente era la de ampliar los derechos y garantías de 
los asociados, para lo cual se requería limitar el poder soberano, puesto que mientras los 
asociados (ciudadanos) actúen conforme a Derecho, no se justifica que el Estado se 
inmiscuya en sus actos16.  
 
 En Colombia existe la tridivisión de poderes en lo orgánico y lo funcional. Sin 
embargo, en la práctica se aprecia que el Ejecutivo concentra mayor cantidad de poder si 
se le compara con las demás Ramas del Poder Público. Esta tesis es sostenida por 
 
13 Op. Cit., ABRIL, Ernesto.  
14 ROZO ACUÑA, Orlando. Evolución de las ideas política. Bogotá: Ediciones Jurídicas Gustavo Ibáñez. 
1996. 
15 Ibid. pág. 171. 
16 Op. Cit., ABRIL, Ernesto. 
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Huguette LABELLE, directora mundial de la Organización Transparencia Internacional, 
quien ha señalado, en forma reiterada, que: “El Ejecutivo, el Legislativo y el Judicial 
deben mantener un equilibrio. Siempre hay una tentación por parte del Ejecutivo de 
obtener más poder y esto podría traer problemas en el futuro”17.  
 
La concentración excesiva de poder por parte del Ejecutivo conduce a que el 
Estado termine “capturado” tanto por grupos como por individuos que propenden por 
intereses privados que conducen a la corrupción. Lo anterior ratifica que la noción de la 
tridivisión de poderes está más vigente que nunca y su pertinencia práctica es 
indiscutible. 
 
1.2 La colaboración armónica como principio constitucional  
 
A partir de las premisas básicas del Derecho Administrativo se puede afirmar que el 
correcto funcionamiento del Estado y de la Administración requiere la tridivisión de 
poderes. Sin perjuicio de lo anterior, se debe reconocer que una separación rígida y 
absoluta conduciría al anquilosamiento del Estado, impidiendo que el mismo cumpla 
con sus fines esenciales. 
 
La evolución del Estado, desde la época de la Revolución francesa hasta la fecha, 
ha terminado por hacer que la rigidez de la teoría clásica de la separación de poderes 
ceda –se flexibilice– para dar paso a un sistema de colaboración armónica y 
contrapesos18, donde las distintas Ramas del Poder Público participan en la realización 
de una finalidad común que gira en torno a la eficiencia y al bienestar de los 
administrados. Punto sobre el cual señala Libardo RODRÍGUEZ lo siguiente:  
 
 
17 LABELL, Huguette. Desequilibrio de poderes propicia a corrupción, afirma presidenta de 
Transparencia Internacional (Entrevista). Periódico el Tiempo, 12 de septiembre de 2008. Versión 
electrónica: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-4526976 [9 de septiembre de 2016]. 
18 BRITO RUIZ, Fernando. Estructura del estado colombiano y de la Administración pública nacional. 
Bogotá: Legis y Universidad Libre. 2013. Págs. 129-233. 
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“La teoría de la tridivisión del poder público, expuesta y sistematizada por 
MONTESQUIEU, implicaba una coincidencia entre cada una de las ramas del 
poder y el tipo de funciones que esa rama ejercía. Es decir, que la función 
legislativa debía ser ejercida total y exclusivamente por el poder legislativo, la 
función administrativa por el poder ejecutivo y la jurisdiccional por el poder 
judicial. (…) Sin embargo, la evolución del Estado no permitió la aplicación 
estricta de ese esquema claro y sencillo. Es así como en el Estado contemporáneo, 
si bien se conserva el principio general de la tridivisión del poder público, este ha 
sido atenuado en forma importante por el principio de la colaboración entre las 
distintas ramas del poder”19.  
 
En el caso específico de nuestro país, dicho principio se encuentra expresamente 
consagrado en el artículo 113 de la Constitución Política, en el cual puede leerse: “Son 
Ramas del Poder Público, la legislativa, la ejecutiva, y la judicial. (…) Además de los 
órganos que las integran existen otros, autónomos e independientes, para el 
cumplimiento de las demás funciones del Estado. Los diferentes órganos del Estado 
tienen funciones separadas, pero colaboran armónicamente para la realización de sus 
fines”.      
  
El principio de colaboración armónica ha sido abordado por la Corte 
Constitucional en diversos pronunciamientos, en los cuales ha indicado que aquel resulta 
esencial para el cumplimiento de los cometidos y fines estatales, tal como lo indicó en la 
sentencia C-246/2004:  
 
“Si bien es cierto que el principio de separación de poderes es el fundamento 
para el reconocimiento de la necesaria independencia y autonomía de los 
diferentes órganos del Estado, a fin de que puedan cumplir cabalmente sus 
funciones, también lo es que dicho principio debe ser interpretado en función de 
 




su vinculación con el modelo trazado en el artículo 113 Superior, según el cual, 
cada uno de los órganos del poder público debe colaborar armónicamente para la 
consecución de los fines estatales. Colaboración armónica que no implica que 
determinada rama u órgano llegue a asumir la función de otro órgano, pues no 
debe olvidarse que cada uno de ellos ejerce funciones separadas”.  
 
Este pronunciamiento fue emitido por la Corte Constitucional al interior de un 
caso en el que se analizó la constitucionalidad de algunas normas en las cuales se 
establece el control político por parte del Congreso de la República sobre el Gobierno y 
la Administración, respecto a lo cual señala:  
 
“Según el artículo 114 Superior corresponde al Congreso de la República 
reformar la Constitución, hacer las leyes “y ejercer control político sobre el 
gobierno y la administración”, función ésta que en criterio de la Corte “encuentra 
fundamento en los poderes que los sistemas democráticos liberales le han 
conferido al parlamento o al Congreso para que ejerza un real contrapeso al 
órgano ejecutivo del poder público”, caracterizando nuestro Estado de Derecho” 
(Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-246/2004). 
 
SÁNCHEZ FERRIS indica que el principio de la colaboración armónica ya se 
hallaba contenido en la obra de MONTESQUIEU, lo que explica en los siguientes 
términos: “el poder ejecutivo tendrá las facultades de convocatoria y prórroga del cuerpo 
legislativo y el derecho de veto de la legislación, mientras que el poder legislativo tiene 
el derecho y debe tener la facultad de examinar “en qué manera las leyes que él ha 
aprobado deben ser ejecutadas”. Así se evita la compartimentación rígida y el 
consiguiente bloqueo que pudiera derivarse de una separación que no previera los 
elementos de conexión entre los poderes”20. 
 
 
20 SÁNCHEZ FERRIS, Remedios. Introducción al Estado Constitucional (1ª. ed.). Madrid: Ariel Derecho. 
1993. Pág. 100. 
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Evitando adentrarnos en discusiones bizantinas, el interrogante que debe 
formularse gira entonces en torno a poder determinar si la figura de la objeción 
gubernamental se encuentra en consonancia con el principio constitucional de 
“colaboración armónica” –el cual exige tanto eficiencia como el bienestar de los 
administrados– o si por el contrario se trata de una medida que va en claro detrimento de 
la autonomía de las Ramas del Poder Público.  
 
Para dar respuesta a este interrogante se debe considerar, tal como lo hace 
VARGAS DEL CAMPO, que el principio de colaboración armónica no se funda 
exclusivamente en relaciones de coordinación, sino que además comprende relaciones 
de control21.  
 
1.3 Patologías de la separación de poderes 
 
El objetivo del presente acápite es el de presentar una revisión crítica de la obra de 
MALEM SEÑA & SELEME22. Estos autores proponen un completo análisis sobre lo 
que han denominado las “patologías” de la separación de los poderes. El punto de 
partida de esta teoría radica en considerar que existen situaciones en las cuales la 
intervención de una Rama del Poder Público sobre otra no solo es lícita sino además 
necesaria. Igualmente, existen situaciones en que la intervención de una rama del poder 
público en los asuntos de otra resulta no solo ilegítima sino desproporcionada.  
 
A partir de esta teoría se pretende revisar si las objeciones presentadas por el 
gobierno al Proyecto de Ley 55/14 Senado -195/14 Cámara se encontraban realmente 
fundadas o si, por el contrario, obedecieron a motivos extrínsecos –extrajurídicos– que 
constituyen una verdadera injerencia de una de las Ramas del Poder Público en los 
asuntos de otra, en este caso de la Rama Ejecutiva en asuntos de la Legislativa.  En este 
 
21 VARGAS DEL CAMPO, José Rodrigo. ¿Es armoniosa la cooperación entre el Ejecutivo y el 
Legislativo? En: Revista Derecho del Estado No. 15. 2003.  Pp. 107-116. 
22 MALEM SEÑA, Jorge F. y SELEME, Hugo Omar. Patologías de la división de poderes. En: Revista 
Doxa, Cuadernos de Filosofía del Derecho, Vol. 36, 2013. Págs. 275-295. 
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punto no se puede perder de vista que, si bien las objeciones gubernamentales a los 
proyectos de ley son una facultad que ostenta rango constitucional, las mismas podrían 
ser empleadas por el Ejecutivo para torpedear el proceso legislativo o para satisfacer 
intereses políticos particulares.     
 
Atendiendo a lo anterior se hace necesario presentar una breve síntesis de las 
situaciones que pueden considerarse como patológicas, para posteriormente, mediante 
un ejercicio de subsunción, entrar a determinar si en las objeciones presidenciales al 
Proyecto de Ley 55/14 Senado -195/14 Cámara se presentó alguna de estas patologías.  
 
Iniciaremos por señalar que el Diccionario de la Real Academia Española define 
el concepto de patología como el conjunto de los síntomas que caracterizan una 
determinada enfermedad. Por su parte, MALEM SEÑA & SELEME al hablar de 
patologías lo hacen en forma metafórica, para referirse a las “enfermedades” que afectan 
a la división de los poderes, problema no exento de complejidades y ambigüedades23. 
 
Al hablar de la separación de poderes se debe tener en cuenta que se trata de un 
concepto que se desarrolló en dos etapas diferentes y claramente diferenciadas:  
a) en un primer momento se dio una distinción paulatina entre las diferentes 
funciones desarrolladas por el Estado, la ejecutiva, la legislativa y la judicial.  
b) en un segundo momento se pasa a atribuir dichas funciones a órganos 
diferentes, siendo esta última etapa la que de manera habitual ha venido siendo llamada 
como “separación de poderes”. 
 
Los motivos que en su momento permitieron la separación de poderes tenían que 
ver también con dos factores igualmente diferenciados. Por un lado, estaba la idea de 
que al conocer cuáles eran las varias funciones que debía desarrollar el Estado se podría 





hablamos líneas atrás y que cobró relevancia durante La Revolución inglesa y La 
Revolución francesa, y esta idea no es otra que la de ponerle cortapisas a la tiranía.     
 
Siguiendo a MALEM SEÑA & SELEME podemos afirmar que hasta el siglo 
XVII la principal función que desarrollaba el Gobierno era casi que exclusivamente 
judicial: debe recordarse entonces que hasta el siglo XVII imperó dentro del Derecho la 
teoría iusnaturalista, motivo por el cual el Gobierno lejos de dictar normas (función 
legislativa) se limitaba a la interpretación de un corpus de derecho natural ya existente y 
preestablecido que resultaba aplicable al caso concreto24.  Esto significa que la función 
legislativa fue desconocida por buena parte de los pueblos europeos durante toda la Edad 
Media y parte de la Edad Moderna, todo esto como consecuencia del iusnaturalimo. 
 
Recordemos que la tradición iusnaturalista se sustenta en la creencia, según la 
cual “tiene que haber un Derecho basado en lo más íntimo de la naturaleza del hombre 
como ser individual o colectivo. Han estado convencidos de que existía un derecho 
natural permanente y enteramente valido, y que era independiente de la legislación, la 
convención o cualquier otro expediente imaginado por el hombre”25. 
 
En consecuencia, para que algo así como un “aparato legislativo” fuera posible, 
se requirió que los sistemas iusnaturalistas se debilitaran y decayeran, trayendo como 
consecuencia que el Derecho pasara a ser entendido como una actividad humana. Esta 
transición exige dejar de ver el Derecho como una creación de la naturaleza o de una 
divinidad, para pasar a entenderlo como una construcción humana. 
 
Este tránsito del Estado intérprete y garante de la Ley al Estado creador de la Ley 
fue complejo en todas las áreas del Derecho, pero especialmente en lo que tiene que ver 
con la relación Administración/Derecho. Como bien lo señala BODENHEIMER, ningún 
tratado que verse sobre la Ciencia del Derecho estará completo si omite estudiar las 
 
24 Ibid. 




relaciones existentes entre Administración y Derecho, ya que este es uno de los campos 
donde más se presentan confusiones26. Al preguntarse sobre la relación existente entre la 
Administración pública y el Derecho, a BODENHEIMER no le queda otro camino que 
acudir a otro tratadista alemán, Georg JELLINEK: 
 
“Según la teoría de Jellinek, la actividad estatal puramente 
administrativa no encaja dentro del concepto de Derecho. Sostenía que la 
creación de los órganos ejecutivos por el Estado, la administración de las 
propiedades públicas, la emisión de reglamentos, órdenes e instrucciones 
dirigidas a los funcionarios estatales para la rama ejecutiva del gobierno, 
estaban fuera del campo del Derecho. A su juicio no todo lo que se publica en 
forma de ley debe ser considerado como Derecho. Por ejemplo, una ley que 
ordena la construcción de un canal o un ferrocarril o la emisión de un 
empréstito, un donativo hecho en forma legal, con cargo a los fondos públicos, 
a los habitantes de una región inundada, una ley que autoriza a organizar una 
expedición al Polo Norte tiene carácter administrativo y no legislativo. No 
puede ser derecho ninguna regla que opera solamente dentro de la 
Administración y que no crea ninguna especia de obligaciones y derechos para 
nadie que este fuera de aquella”27. 
 
Tendríamos entonces que en la separación de poderes subyacen dos ideas   
bastante similares, pero diferenciables: el principio de especialización y el principio de 
independencia. Mediante el primero se buscó garantizar la eficiencia al interior de un 
Estado que cada día se tornaba más complejo, y por tal motivo se hacía necesario 





27 JELLINEK, G. Gesetz und Verordnung, 1877, págs. 240 y ss. Citado en: BODENHEIMER, Edgar. 
Teoría del derecho. México, D. F.: Fondo de Cultura Económica. 1983. Pág. 111. 
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En cuanto al principio de independencia, tenemos que por medio de este se 
buscaba neutralizar la tiranía –a la cual ya hicimos referencia–, que representaba una 
amenaza siempre latente para los derechos y las garantías de los individuos, puesto que 
la concentración excesiva de poder es el caldo de cultivo propicio para que se tomen 
decisiones que van en contra de los derechos de los asociados. 
 
La teoría propuesta por GARZÓN VALDEZ28 resulta bastante pertinente para 
intentar entender con mayor claridad esta situación. Este autor utiliza la expresión “coto 
vedado”, para hacer referencia a que en toda democracia representativa debe existir un 
catálogo de derechos y libertades que garantizan que los individuos puedan satisfacer 
sus necesidades básicas y tener acceso a los denominados bienes primarios29. La 
protección de estos derechos y libertades se encuentra, exclusivamente, en cabeza de la 
Rama Judicial. En consecuencia, estos derechos y libertades son un verdadero “coto 
vedado”, un espacio en el cual ni el poder ejecutivo ni el legislativo pueden inmiscuirse, 
siendo labor de la Rama Judicial evitar cualquier injerencia que ponga en riesgo dichas 
libertades o derechos. 
 
Retomando a MALEM SEÑA & SELEME30 tenemos tres indicadores que 
estarían en capacidad de mostrar que se está generando una interferencia indebida y 
desproporcionada por parte de una Rama del Poder Público sobre otra. Estos tres 
indicadores pueden ser resumidos bajo los siguientes criterios:  
 
a) El hecho de que una de las Ramas del Poder Público interfiera 
arbitrariamente en asuntos que son de competencia exclusiva de otra.   
b) La fuerza o eficacia de esta interferencia. En otros términos, se trata de saber 
si dicha influencia posee la fuerza necesaria para provocar un determinado 
 
28 GARZÓN VALDEZ, Ernesto. Algo más acerca del “coto vedado”. En: Doxa, Cuadernos de Filosofía 
del Derecho, 6, 1989. Versión electrónica: http://www.cervantesvirtual.com/obra/algo-mas-acerca-del-
coto-vedado/ [1 de noviembre de 2016]. 
29 RAWLS, John. Teoría de la justicia. México, D. F.: Fondo de Cultura Económica. 2000. 
30 Op. Cit. Patologías de la división de poderes. 
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resultado, o si por el contrario la Rama del poder que es interferida puede 
resistirse a dicho influjo. 
c) La calidad de quien ejerce su influencia arbitraria sobre una determinada 
Rama del Poder Público, pues bien podría tratarse de una presión que 
provenga desde otro poder público o desde un grupo privado, tal como 
sucede actualmente con el “cabildeo” o “lobby”.    
 
Teniendo en cuenta cada uno de estos indicadores (que dejan en evidencia 
cuando se presenta una presión indebida o arbitraria sobre alguna de las Ramas del 
Poder Público), profundizaremos en los distintos aspectos en que se considera que existe 
interferencia arbitraria de una de las ramas del Poder Público sobre otra, lo cual hacemos 
a renglón seguido. 
 
1.3.1 Un poder estatal que interfiere sobre otro  
 
El modelo actual de separación de poderes necesariamente exige cierto grado de 
colaboración armónica:  las Ramas del Poder Público deben colaborar armónicamente 
para lograr dar cumplimiento a los cometidos esenciales del Estado. En consecuencia, no 
toda injerencia de una Rama del Poder Público en las actividades de otra debe 
considerarse como arbitraria; entendiendo en este caso lo “arbitrario”, tal como es 
entendido en el DRAE, algo que está sujeto al capricho o la libre voluntad mas no a la 
razón o la ley. 
 
Uno de los grandes problemas que se presentan en nuestro medio al momento de 
abordar la posibilidad que le asiste al gobierno de presentar objeciones a los proyectos 
de ley se halla en el hecho de que inmediatamente se tiende a prejuzgar tal posibilidad 
como una arbitrariedad, como una actividad que per se desconoce el principio 




Esto se explica, en parte, cuando se considera que en nuestro medio se ha 
privilegiado la idea de la separación de poderes, dejando en un segundo plano el sistema 
de “pesos y contrapesos” (checks and balances).  Partiendo de las ideas de 
MONTESQUIEU, en el siglo XVIII James MADISON propuso en los Estados Unidos 
de Norteamérica una teoría por medio de la cual perseguía que cada una de las Ramas 
del Poder Público tuviera el mayor grado de injerencia en los asuntos de las otras.  
 
Esta idea, que es bastante extraña a nuestro sistema jurídico, partía de una 
concepción de la naturaleza humana según la cual quien tiene poder querrá siempre tener 
mucho más y, en consecuencia, cada una de las Ramas del Poder Público está llamada a 
controlar a las otras cuando estas pretendan hacerse con un poder desmedido. Resulta 
aquí necesario aclarar que el sistema de pesos y contrapesos únicamente puede funcionar 
en sistemas verdaderamente democráticos, donde cada una de las Ramas del Poder 
Público goza de autonomía e independencia. No obstante, resulta poco probable que 
pueda funcionar en un sistema como el colombiano, donde el Ejecutivo concentra una 
mayor cantidad de poder en relación con las demás ramas.  
 
Las ideas generales de MADISON en torno al sistema de pesos y contrapesos se 
resumen en las siguientes líneas:  
 
 “La idea de que mediante el establecimiento e incluso el fomento de la 
competición interinstitucional puede servir como garante de la libertad individual 
será mejor elaborado en El Federalista, y ésta será considerada como una de las más 
fundamentales contribuciones de Madison a la ciencia política. Esta visión sobre el 
papel paradójicamente benéfico que pueden jugar las instituciones encaja 
particularmente bien en la concepción abiertamente pesimista (más bien realista) 
que Madison tiene de la naturaleza humana. Por el mismo motivo por el que es 
necesario diseñar las instituciones políticas apropiadas para lograr un buen gobierno 
—porque, como recuerda en El Federalista, núm. 47, los seres humanos no somos 
ángeles—, hay que idear un método para que la competición interinstitucional actúe 
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a favor del bien colectivo (porque las instituciones son también autointeresadas y 
buscan expandir sus poderes). Y el mecanismo por el cual esto funciona en la 
construcción política madisoniana es a través de la creación de diferentes 
instituciones gubernamentales que compiten entre sí por poder. Mediante esta 
competición, los diversos departamentos gubernamentales se limitarán mutuamente 
estas capacidades, reduciendo así sus posibilidades de oprimir a la ciudadanía”31.  
 
Tal como se puede observar, más que en la división funcional u orgánica de las 
instituciones estatales, el sistema de pesos y contrapesos propuesto por MADISON se 
centra en la “competencia” por el poder que se da entre las instituciones estatales. Para 
MADISON la “competitividad” de las ramas del poder público por hacerse con el poder 
o con una mayor porción de este, no puede ser vista como una situación reprochable en 
sí misma. Por el contrario, es esta necesidad de hacerse con más poder, la que conduce a 
que los diferentes estamentos del Estado ejerzan vigilancia unos sobre otros, además de 
poner cortapisas cuando uno de ellos desea hacerse con el poder en forma arbitraria o 
desproporcionada. 
 
En el caso específico de nuestro país –Colombia–, resulta claro que, si bien opera 
la tridivisión de poderes, tanto en lo orgánico como en lo funcional, no se puede 
desconocer que el Ejecutivo concentra una mayor cantidad de poder en relación con las 
demás Ramas del Poder Público. La directora mundial de la Organización Transparencia 
Internacional, Huguette LABELLE, ha señalado en múltiples ocasiones refiriéndose al 
caso colombiano que: “El Ejecutivo, el Legislativo y el Judicial deben mantener un 
equilibrio. Siempre hay una tentación por parte del Ejecutivo de obtener más poder y 
esto podría traer problemas en el futuro”32. Señala esta experta que, al otorgar tanto 
poder a la Rama Ejecutiva se corre el riesgo de que el Estado termine “capturado” tanto 
 
31 FERNÁNDEZ-ALBERTOS, José. Dividir lo indivisible. Separación de poderes y soberanía popular en 
James Madison. En: Revista de estudios Políticos Nueva Época, ISSN: 0048-7694, Núm. 128, Madrid, 
abril-junio (2005), págs. 293-316. Versión electrónica: 
http://digital.csic.es/bitstream/10261/20727/1/REP128.011.pdf [12 de febrero de 2017]. 
32 Op. Cit. Desequilibrio de poderes propicia a corrupción … 
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por grupos como por individuos que propenden por la satisfacción de intereses privados 
que inequívocamente conducen a la corrupción. A lo que se suma que cuando se carece 
del equilibrio de poderes, se hace más difícil que se pueda combatir la corrupción, 
conduciendo así a un verdadero círculo vicioso, tal como el que actualmente atraviesa 
nuestro país. 
 
Retomando la temática que nos corresponde abordar en este acápite, y que se 
relaciona con la interferencia arbitraria de un poder estatal en la esfera de otro, tenemos 
que esta se puede generar de diferentes maneras, por ejemplo, la obstrucción, la 
inhibición, la conducción o el congraciamiento”. 33 
 
1.3.1.1. La obstrucción como intervención arbitraria de una Rama del Poder 
Público sobre otra  
 
El Diccionario de la Real Academia Española define la obstrucción como la táctica 
encaminada a impedir o retardar el cumplimiento de acuerdos políticos. Dentro de la 
teoría de MALEM SEÑA & SELEME34 la obstrucción se presenta cuando una de las 
Ramas del Poder Público, en forma deliberada, impide que otra tome una decisión que le 
corresponde tomar dentro del ámbito de su competencia. Sin embargo, no basta con que 
una interferencia se presente, puesto que además se exige que esta sea ilegítima, quiere 
esto decir que escapa al ámbito de competencia de la Rama que decide obstruir el 
funcionamiento de otra. 
 
Bajo esta perspectiva el hecho de que el Gobierno presente objeciones 
presidenciales a un proyecto de ley no puede considerarse per se cómo una obstrucción, 
puesto que la posibilidad de presentar objeciones se encuentra dentro del ámbito de 
competencia del Gobierno. A lo que debe agregarse que necesariamente las objeciones 
 




que se presenten bien sean por inconveniencia o inconstitucionalidad, habrán de 
encontrarse debidamente fundamentadas o motivadas. 
 
Un ejemplo emblemático de obstrucción se halla en la jurisprudencia 
norteamericana, específicamente en el caso Lochner Vs. New York (1905). En este caso 
la Corte Suprema de los Estados Unidos consideró que regular la jornada máxima 
laboral mediante una ley resultaba inconstitucional, al vulnerar la decimocuarta 
enmienda (libertad contractual). Bajo este argumento, durante décadas, la Corte 
Suprema de los Estados Unidos impidió que el Congreso expidiera una ley destinada a 
regular la jornada máxima laboral.  
 
Retomando el caso colombiano de las objeciones gubernamentales podemos 
considerar una situación hipotética en la cual el Gobierno se encuentre interesado, a toda 
costa, en que una determinada ley no sea aprobada, caso en el cual es muy difícil que 
pueda presentarse una verdadera objeción, puesto que la Carta Política de 1991 establece 
los lineamientos de acción atendiendo a si las objeciones obedecen a motivos de 
inconveniencia o inconstitucionalidad: 
 
a) Cuando las objeciones se presentan por inconveniencia el proyecto de ley será 
devuelto a las cámaras, que deberán darle un segundo debate. Si el proyecto de ley 
reconsiderado fuese aprobado por la mayoría absoluta de los miembros de ambas 
cámaras, al presidente no le queda más que aprobarlo.    
b) Cuando las objeciones se presentan por inconstitucionalidad el proyecto se devuelve 
a las dos cámaras, que podrán insistir en la legalidad del proyecto. Caso en el cual 
deberá entrar la Corte Constitucional a pronunciarse sobre la constitucionalidad o 
inconstitucionalidad del proyecto de ley objetado.  
 
Se aprecia entonces que difícilmente podría el Gobierno pretender entorpecer la 
labor de la Rama Legislativa acudiendo para tal fin a las objeciones gubernamentales. 
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En consecuencia, es poco plausible que se presenten situaciones de obstrucción en esta 
materia especifica.  
      
1.3.1.2. La inhibición como intervención arbitraria de una Rama del Poder Público 
sobre otra 
 
La inhibición es la actividad pasiva por medio de la cual una de las Ramas del Poder 
Público impide o reprime el ejercicio de las funciones que le corresponde realizar a otra 
de las Ramas del Poder Público.  
 
La principal característica de esta patología es su sutileza, lo que la hace 
especialmente indetectable. Incluso, suele presentarse más como una posibilidad siempre 
latente que como un hecho especifico y concreto. Piénsese, a manera de ejemplo, en un 
juez que se abstiene de proferir un fallo condenatorio contra un miembro del Gobierno 
por considerar que existe la posibilidad de que se presenta alguna forma de retaliación. 
En este caso no se requiere que existan amenazas o presiones indebidas, basta con que el 
juez en su fuero interno considere que un fallo condenatorio puede acarrearle 
inconvenientes, y en consecuencia se inhibe de emitir un fallo condenatorio. 
 
Comprender como esta patología puede tener incidencia en las objeciones 
presidenciales no es una tarea sencilla. Por el contrario, podría verse, en esta materia 
específica, la inhibición como un elemento connatural a la teoría de pesos y contrapesos 
que debe darse al interior de un Estado democrático, piénsese a manera de ejemplo, en 
un cuerpo legislativo que se abstiene de tramitar leyes que son inconvenientes o 







1.3.1.3. La conducción como intervención arbitraria de una Rama del Poder 
Público sobre otra 
En esta patología una de las Ramas del Poder Público interfiere arbitrariamente en las 
funciones de otra para que esta última adopte una decisión que se encuentra dentro de su 
ámbito de competencia. Lo que se persigue es que la Rama competente adopte una 
decisión con un contenido determinado. 
 
No toda injerencia de una Rama del Poder Público sobre otra puede considerarse 
como una patología, piénsese por ejemplo en situaciones donde la inactividad de una de 
las ramas del poder público debe ser corregida por otra, sin que dicha actuación pueda 
considerarse arbitraria, verbigracia,  un juez que profiere decisión en un proceso de 
tutela ordenándole al gobierno cumplir con una determinada medida,  una decisión de la 
Corte Constitucional en la cual exhorta al Congreso de la República para que legisle 
sobre un determinado tema. 
 
Sin embargo, pueden presentarse casos en los que el gobierno pretenda conducir  
a la Rama Legislativa para que esta expida una norma con un contenido determinado. 
Conducta que por sí misma no sería ilegal y se mantendría dentro del juego de lo 
políticamente aceptable. No obstante, para estos casos nuestro sistema prevé la 
posibilidad de que la Corte Constitucional ejerza control sobre las medidas que han sido 
adoptadas por “acuerdo” ente el ejecutivo y el legislativo. Materializando así, de manera 
efectiva, el sistema de pesos y contrapesos.  
 
1.3.1.4. El congraciamiento como intervención arbitraria de una Rama del Poder 
Público sobre otra 
El congraciamiento consiste en hacer que una persona o un grupo de personas sientan 
interés por algo. Una segunda acepción nos indica que de lo que se trata es de conseguir 




Esta patología guarda una estrecha similitud con la anterior (conducción). En la 
conducción una Rama del Poder Público persigue deliberadamente que otra actué de una 
manera determinada, mientras que en el congraciamiento basta con que una de las 
Ramas del Poder Público tenga el poder de interferencia, poder que es públicamente 
conocido.  
 
Según MALEM SEÑA & SELEME35 el gran peligro de esta patología se halla en 
que es invisible. Invisible para los ciudadanos e, incluso, para quien detenta el poder de 
interferir. Piénsese, por ejemplo, en una autoridad, que bien puede ser judicial o 
administrativa, y en cuya elección tiene injerencia el presidente de la República, caso en 
el cual dicha autoridad tendera a congraciarse con quien ha determinado su elección. 
 
Se puede concluir que si bien en nuestro país el poder Ejecutivo parece gozar de 
un poder más amplio que el que poseen las demás Ramas del Poder Público, difícilmente 
podría generarse, mediante las objeciones gubernamentales, la injerencia arbitrara de 
una de las Ramas del Poder Público en los asuntos de otra, pues en esta figura se ha 
incorporado un interesante sistema  de pesos y contrapesos que incluye la intervención 

















LAS OBJECIONES GUBERNAMENTALES EN COLOMBIA  
 
2.1 Evolución constitucional de las objeciones gubernamentales  
 
El objetivo principal del presente acápite es el de ofrecer un recuento estrictamente 
histórico sobre el surgimiento y “evolución” de las objeciones presidenciales en nuestro 
país. Al entrecomillar el término “objeciones” intentamos resaltar que la figura de las 
objeciones presidenciales fue copiada de la Constitución de los estados Unidos de 
Norteamérica, y que desde su incorporación a nuestro medio ha sufrido cambios 
significativos, por lo cual, resulta del todo acertado hablar de una verdadera evolución 
de la figura.  
 
Las objeciones gubernamentales, tal como las conocemos en nuestro país, tienen 
su origen en el constitucionalismo estadounidense. Se trató de un trasplante jurídico que 
no ha sufrido modificaciones sustanciales.  
 
Al revisar el origen remoto de la actual figura de las objeciones presidenciales se 
hace evidente que las mismas surgieron durante la Edad Media en Inglaterra:   tras la 
llamada Revolución Gloriosa, el Parlamento obligó al monarca Guillermo de Orange a 
jurar la Declaración de derechos (Bill of Rights) y se daba así surgimiento a una 
monarquía donde el Rey detentaba el poder ejecutivo, los Comunes el poder legislativo 
y los Lores el judicial.  El rey debía someter algunas de sus decisiones al parlamento y 
tenía derecho de vetar las leyes emitidas por los Comunes.  
 
KELSEN coincide al señalar que el origen de las actuales objeciones 
presidenciales se halla en el veto suspensivo que poseía el monarca dentro de las 
monarquías parlamentarias: “[La] Monarquía es un Estado cuya legislación corresponde 
a un parlamento elegido sobre la base amplísima del sufragio universal igualitario, solo 
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porque un órgano importante llamado monarca tiene un derecho de veto suspensivo 
contra las resoluciones del parlamento” 36. 
 
 Con posterioridad, la figura del veto suspensivo se adoptará en regímenes 
políticos presidencialistas en los cuales se maneja más el sistema de pesos y contrapesos 
que se diferencia de la división de poderes, que se centra en la distinción funcional:  
 
“[El criterio orgánico-funciona esta] inspirado en la concepción clásica de la 
división de poderes, en consecuencia, del otorgamiento de materias concretas y 
específicas a cada uno de los poderes defiende la existencia de una función 
administrativa restringida al contexto del poder ejecutivo del Estado, 
caracterizada por su asignación constitucional de todos los poderes necesarios 
para el cumplimiento de la ley. De aquí que, conforme a esta tesis, el objeto del 
derecho administrativo consiste en todo aquello que le es propio y característica 
al Ejecutivo, esto es, la función administrativa de ejecución de los preceptos 
legales…”37 
 
Atendiendo a todo lo anterior se puede concluir entonces que, la incorporación de 
las objeciones presidenciales (veto) en los regímenes fundamentados en la tridivisión de 
poderes solo puede ser vista como un verdadero trasplante jurídico que, eventualmente, 
puede conducir a incrementar en forma desmedida las facultades del Ejecutivo. Empero, 
esto es tan solo una especulación que únicamente podrá ser negada o confirmanda al 
concluir la presente investigación.   
 
 En la sentencia C-196/2009, al indagar en la historia de las objeciones 
gubernamentales, la Corte Constitucional inicia por la idea con la cual abrimos las 
primeras líneas de esta investigación, la diferencia que existe entre los regímenes 
 
36 Op. Cit., KELSEN, Teoría del Estado… Pág. 418. 
37 Op. Cit,, SANTOFIMIO GAMBOA. Pág 48. 
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políticos fundados en la separación de poderes y aquellos que se fundan en el sistema de 
pesos y contrapesos38:  
 
 “A diferencia de los regímenes fundados en la separación de poderes, en los que 
la garantía de la legitimidad del poder reside en la distinción funcional, el 
régimen constitucional estadounidense se funda en los frenos y contrapesos que 
se ejercen mutuamente las distintas ramas del poder”39 
 
El origen de las objeciones presidenciales en los regímenes presidencialistas se 
halla en la Constitución Política de los Estados Unidos de Norteamérica del año 1787. 
Se trataba de una figura “contramayoritaria”: los proyectos de ley elaborados por el 
Congreso deberán ser sometidos a la sanción del Presidente, quien podrá firmarlos o 
rechazarlos. En este último evento el Presidente devolvía el proyecto al Congreso – 
específicamente a la Cámara en que se inició– indicando los motivos en los cuales se 
fundamentaba la objeción.  En caso de que el Congreso deseara vencer las objeciones 
presidenciales debía obtener las 2/3 partes de cada una de las Cámaras que integran el 
Congreso. En consecuencia, ni siquiera la mayoría del Congreso (la mitad más uno) 
puede derrocar el veto presidencial, puesto que se exige una mayoría calificada de 2/3 de 
cada una de las Cámaras. 
 
Al revisar la historia constitucional de nuestro país encontramos que las 
objeciones presidenciales se recogen por primera vez en nuestro medio en la Carta 
Política de 1821, artículos 46 y 47, en los cuales se establecía que el Ejecutivo podía 
devolver un proyecto de ley a la Cámara de origen, tal como sucedía para la época en los 
Estados Unidos de Norteamérica.  
 
En el artículo 46 de la Constitución Política de 1821 podía leerse: “Artículo 
46. Ningún proyecto a proposición de ley constitucionalmente aceptado, discutido y 
 
38 Corte Constitucional. Sentencia C 196/2009. M.P.: Clara Elena Reales Gutiérrez.  
39 HAMILTON & JAY, 1942, citado por la Corte Constitucional en sentencia C-196/2009. 
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determinado en ambas Cámaras podrá tenerse por ley de la República hasta que no ha 
sido firmado por el Poder Ejecutivo. Si éste no creyere conveniente hacerlo, devolverá el 
proyecto a la Cámara de origen acompañándole sus reparos, sea sobre falta en las 
fórmulas, o en lo sustancial, dentro del término de diez días contados de su recibo”. 
Mientras que en el artículo 47 de la Constitución Política de 1821 se consagraba la 
posibilidad de que el Congreso no compartiera las objeciones presidenciales. Caso en el 
cual el Congreso debía, al igual que en los estados Unidos de Norteamérica, lograr el 
acuerdo de 2/3 partes de cada una de las Cámaras si lo que deseaba era que el proyecto 
objetado se convirtiera en Ley. 
 
Posteriormente, en la Constitución de 1830, se mantienen las objeciones 
presidenciales sin ningún cambio significativo. En el artículo 42 podía leerse: “Artículo 
42.- Ningún proyecto de ley o decreto, aunque aprobado por ambas Cámaras, tendrá 
fuerza de ley, mientras no obtenga la sanción del Jefe del Ejecutivo. Si éste lo aprobare, 
lo mandará ejecutar y publicar como ley; y si hallase inconveniente para su ejecución, lo 
devolverá a la Cámara de su origen dentro de quince días, con sus observaciones”. Una 
vez el proyecto retornaba a la Cámara respectiva le correspondía a esta examinar y 
discutir nuevamente el proyecto, contemplando la posibilidad de que se presentasen dos 
situaciones claramente diferenciables: 
 
a) En caso de que las objeciones presidenciales recayeran sobre la 
totalidad del proyecto de ley, y la Cámara respectiva las encontrara fundadas, el 
proyecto debía ser archivado y no podía volverse a tratar hasta una próxima 
reunión del Congreso.  
b) En caso de objeciones parciales la Cámara respectiva debía tomar 
en cuenta las observaciones y deliberar en torno a las mismas lo que fuese 
necesario y conveniente (Cfr. art. 42 Constitución de 1830).  
 
En las dos situaciones que acaban de describirse el común denominador 
radica en que las objeciones se consideran fundadas, esto es, sustentadas en motivos 
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y razones que podían considerarse como verdaderas o acertadas. Cosa distinta 
ocurría cuando la Cámara de origen consideraba que las objeciones presidenciales se 
asentaban en argumentos infundados, situación que se encontraba consagrada en el 
artículo 44 de la constitución de 1830, en el cual se establecía que: a) Cuando 2/3 
partes de la Cámara respectiva consideraban fundadas las observaciones sobre la 
totalidad del proyecto, debían pasarlo a una Cámara de revisión. Si ésta consideraba 
que, efectivamente, las objeciones presidenciales eran fundadas, debía manifestarlo a 
la Cámara de origen, que debía proceder a archivar el proyecto, y    b) Cuando 2/3 
partes de la Cámara de origen consideraban infundadas las objeciones presidenciales, 
se enviará el proyecto al Jefe del Ejecutivo, quien no podía negarse a sancionar el 
proyecto. 
 
En la Constitución Política de 1832, conocida como Constitución Política del 
Estado de la Nueva Granada, la figura de las objeciones presidenciales se conserva sin 
aplicarle ningún cambio en relación con las dos Cartas Políticas anteriores (1821 y 
1830). Las objeciones presidenciales aparecen en el artículo 83 de la Constitución del 
Estado de la Nueva Granada, en el cual se indicaba que, si el Gobierno encontraba algún 
inconveniente para que un proyecto de ley fuese sancionado, contaba con ocho (8) días 
para devolverla a la Cámara de origen, indicando sus objeciones. Una vez el proyecto de 
ley era devuelto por el Gobierno a la Cámara respectiva, esta tenía dos posibilidades: 
 
 a) cuando consideraba que las objeciones eran fundadas y recaían sobre la 
totalidad del proyecto, el mismo debía ser inmediatamente archivado, y  
b) si las objeciones recaían exclusivamente sobre determinados artículos, la 
Cámara correspondiente debía deliberar lo suficiente y efectuar los cambios que fuesen 
necesarios. 
 
La Constitución de 1843 mantuvo la inveterada fórmula según la cual, sin 
importar que un proyecto de ley hubiese sido aprobado por las dos Cámaras del 
Congreso, necesitaba, necesariamente, de la sanción presidencial para convertirse en ley.  
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Sin embargo, esta Constitución representa un gran avance en relación con las 
anteriores en lo que tiene que ver con las objeciones presidenciales por motivos de 
inconveniencia, las cuales se encuentran reguladas en los artículos 74 a 82.  
 
Atendiendo a lo establecido en el artículo 74 de la Constitución de 1843 tenemos 
que el Gobierno poseía la facultad de objetar un proyecto de ley por considerarlo 
inconveniente o por considerar que el mismo necesitaba de ajustes y modificaciones. Y 
donde se contemplan las siguientes actuaciones: 
 
a) Al igual que en las Constituciones anteriores, si las objeciones por las 
cuales el proyecto fue objetado se consideran fundadas, se debía proceder, 
inmediatamente a su archivo (art. 75 de la Constitución Política de 1843). 
b) Si la Cámara de origen consideraba que las objeciones por las cuales el 
proyecto de ley resultó objetado eran infundadas, debía enviar el proyecto a otra 
Cámara, para que esta se encargara de su estudio. Se trata de una posibilidad que 
no se había contemplado en las Constituciones anteriores (art. 75 de la 
Constitución Política de 1843). 
c) Como quiera que la Cámara de origen al considerar que las objeciones 
presidenciales eran infundadas debía remitir el proyecto con sus objeciones a una 
nueva Cámara, correspondiéndole a esta última terminar el curso del proyecto y 
archivarlo de considerar fundadas las objeciones. En caso contrario, esto es, de 
considerar infundadas las objeciones, le correspondía a esta Cámara devolverlas 
a la Cámara de origen con su apreciación, y el proyecto quedaba pendiente para 
debate hasta la próxima reunión del Congreso. 
 
Si el Gobierno, en vez de proponer objeciones al proyecto, señalaba la necesidad 
de efectuar cambios y ajustes al mismo, el procedimiento era el siguiente: si la Cámara 
de origen consideraba los cambios propuestos por el gobierno como innecesarios e 
infundados remitía el proyecto de ley, junto con sus objeciones, a otra Cámara, si esta 
última consideraba que los cambios solicitados por el Gobierno eran infundados o 
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innecesarios, el proyecto quedaba pendiente para ser decidido en la próxima reunión del 
Congreso. 
 
Si la Cámara de origen consideraba que los cambios o ajustes solicitados por el 
gobierno eran fundados y, en consecuencia, accedía a todas las variaciones propuestas, 
debía enviar el proyecto a otra Cámara, y en caso de que la opinión de esta última 
concordara con la de la primera, se enviaba de nuevo el proyecto al Ejecutivo, que no 
podía negarse a sancionarlo.   
 
Cuando las Cámaras no se ponían de acuerdo sobre el total de los cambios que el 
gobierno solicitaba, el proyecto pasaba nuevamente al Ejecutivo, con las variaciones 
indicadas por cada una de las Cámaras, pero quedando en este caso sujeto a la sanción u 
objeciones del Ejecutivo como si fuera nuevo proyecto (Cfr. art. 77 de la Constitución 
Política de 1943).  
 
La Constitución de 1853 –Constitución de la Nueva Granada – siguió, en líneas 
generales, lo que se había establecido en la Carta Política de 1843, al establecer que el 
Presidente podía devolver el expediente al Congreso por considerar que el mismo era 
inconstitucional, perjudicial o defectuoso.  Una vez las Cámaras Legislativas recibían las 
observaciones del Poder Ejecutivo “procediendo como en la confección del proyecto 
primitivo, le darán un nuevo debate, y el resultado de éste se pasará nuevamente al Poder 
Ejecutivo para la ejecución, que en tal caso no podrá rehusar” (Cfr. art. 39, Constitución 
de 1853). 
 
Con posterioridad, se profirió la Constitución de la Confederación Granadina 
(1858), que en los artículos 35-38, regulaba lo relacionado con el trámite de las 
objeciones presidenciales: atendiendo a motivos de inconveniencia o de 
inconstitucionalidad el Presidente de la Confederación tenía la facultad de devolver a la 
Cámara de origen un proyecto de ley, con las correspondientes objeciones, que podían 
recaer sobre la totalidad o sobre una parte del proyecto.  La Cámara de Origen, por su 
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parte, tenía la posibilidad de entrar a determinar si las objeciones presentadas por el 
Presidente podían ser consideradas como fundadas o infundadas.  En caso de que las dos 
Cámaras del Congreso declararan infundadas las observaciones “el Presidente de la 
Confederación tiene el deber de sancionar el proyecto” (Cfr. art. 37 de la Constitución 
de 1858.). 
 
En la Constitución de 1863, época en la cual nuestro país llevaba el nombre de 
Estados Unidos de Colombia y tenía un régimen político federal, el Presidente tenía la 
facultad de devolver el proyecto de ley a la Cámara de origen, para que esta lo 
reconsiderara (art. 57, Constitución de 1863.). Al igual que en las constituciones 
anteriores, los   motivos de la devolución del proyecto de ley se relacionaban con la 
inconstitucionalidad o la inconveniencia.  
 
Una vez el proyecto era devuelto en razón de una objeción total, existían dos 
posibilidades: a) si solo una de las Cámaras consideraba fundadas las objeciones 
formuladas por el Presidente sobre la totalidad del proyecto, el mismo era archivado, y 
b) si las Cámaras las consideraban infundadas, el Presidente debía  sancionar el proyecto 
de ley.  
 
Para las objeciones parciales la Constitución de 1863 establecía un complejo 
procedimiento, que figuraba en el artículo 58, el cual sintetizamos en los siguientes 
términos: cuando ambas Cámaras consideraban fundadas, total o parcialmente, las 
objeciones presidenciales, el proyecto era reconsiderado y se efectuaban los ajustes 
necesarios sobre los apartes objetados. Hecho esto el proyecto era reenviado al 
Presidente, quien devisa revisas si las modificaciones introducidas al proyecto se 
correspondían con lo que él había solicitado, y en caso afirmativo debía proceder a la 
firma del proyecto. Adicionalmente, el artículo 58 de la Constitución de 1863 
contemplaba la posibilidad de que el Presidente considerara que las modificaciones 
introducidas al proyecto no se correspondían con lo que había solicitado (se suprimían 
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apartes o se introducían disposiciones nuevas), caso en el cual podía devolver el 
proyecto presentando nuevas objeciones (Cfr. art. 58, Constitución Política de 1863). 
 
 En caso de que una de las Cámaras considerase fundadas las objeciones 
presidenciales, el proyecto debía ser archivado. Si una vez devuelto el Proyecto por el 
Presidente, las dos Cámaras coincidían en señalar que las observaciones presidenciales 
resultaban infundadas, el proyecto era enviado de nuevo al Presidente, quien tenía la 
obligación de firmarlo –sancionar el proyecto–.  
 
En cuanto al tiempo con que contaba el Presidente para presentar sus 
observaciones u objeciones una vez recibido el Proyecto, tenemos que dicho termino 
obedecía al número total de artículos. Cuando el Proyecto tenía menos de cincuenta 
artículos contaba con un término de seis días para devolverlo con las objeciones 
correspondientes; en caso contrario, cuando el articulo contaba con más de cincuenta 
artículos, el termino establecido para devolverlo con las correspondientes objeciones 
presidenciales era de diez días.  
 
La Constitución de 1886 –orientada por principios ideológicos de cuño 
conservador–, reguló las objeciones presidenciales atendiendo a los mismos criterios que 
se habían señalado en las constituciones precedentes: inconveniencia e 
inconstitucionalidad. Sin embargo, esta Constitución introduce una gran novedad que no 
se había contemplado en las anteriores: el control de constitucionalidad, que debía ser 
ejercido para ese momento por la Corte Suprema de Justicia (art. 88. Constitución 
Política de 1886).  
 
2.2 Las objeciones gubernamentales en la Constitución Política de 1991 
 
En la Constitución Política de 1991 las objeciones gubernamentales se consagran a partir 
del artículo 165 y ss. En el artículo 165 superior se indica que, en caso de que el 
Gobierno objete un proyecto deberá devolverlo a la Cámara en que tuvo su origen. Las 
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objeciones pueden ser de dos tipos: por inconveniencia o por inconstitucionalidad.  
 
En cuanto a los términos para presentar las objeciones, los mismos se consagran 
en el artículo 166 superior, en el cual se establece que: cuando el proyecto no conste de 
más de 20 artículos el Gobierno dispone de 6 días para devolverlo con las 
correspondientes objeciones; cuando el proyecto contenga entre 21 y 50 artículos el 
Gobierno dispondrá de 10 días para devolverlo con las correspondientes objeciones: y  
cuando los proyectos consten de más de 50 artículo el Gobierno dispondrá de hasta 20 
días para devolverlo con las correspondientes objeciones. Se contempla a manera de 
“sanción” que cuando el Gobierno no objete el proyecto dentro de los plazos 
establecidos, deberá sancionarlo y promulgarlo.  
 
Una vez devuelto el proyecto, bien sea por objeciones totales o parciales, las    
Cámaras deberán darle un segundo debate. Si en segundo debate el proyecto fuese 
aprobado por la mitad más uno de los integrantes de ambas Cámaras, el Presidente deberá 
sancionarlo sin poder presentar nuevas objeciones. 
 
La situación de las objeciones por inconstitucionalidad se regula en el artículo 
167 superior en los siguientes términos: cuando El Gobierno objeta un proyecto por 
considerarlo inconstitucional y las Cámaras insisten en que el proyecto debe ser 
aprobado, el mismo pasará a la Corte Constitucional, que deberá decidir sobre su 
exequibilidad en un plazo de 6 días. Si el proyecto es declarado exequible, la decisión de 
la Corte Constitucional obliga al presidente a sancionar la ley. Si el proyecto se declara 
inexequible deberá ser archivado. 
 
Respecto de las objeciones por inconstitucionalidad, es fundamental destacar que 
la misma Corte Constitucional ha respaldado la concepción según la cual este es un 
mecanismo que permite guardar el equilibrio armónico entre las ramas del poder público, 




“Las objeciones presidenciales por inconstitucionalidad, lejos de constituir 
un veto u obstáculo para el proceso legislativo en Colombia, constituyen 
una etapa más en la formación de las leyes, así como la insistencia de las 
Cámaras no puede ser considerada como una colisión de competencias 
entre dos ramas del poder público, que por mandato superior están 
llamadas a guardar entre sí un equilibrio armónico. Simplemente se 
presenta una discrepancia de orden jurídico entre el Gobierno y el 
Congreso de la República, que debe ser resuelta por la Corte 
Constitucional.”40  
 
Precisamente, en manifestación de ese equilibrio armónico, cuando las objeciones 
se presentan por inconstitucionalidad el proyecto se devuelve a las dos cámaras, que 
podrán insistir en la legalidad del proyecto. Caso en el cual deberá entrar la Corte 
Constitucional a pronunciarse sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad del 
proyecto de ley objetado. 
 
En el evento de que la Corte Constitucional considere que el proyecto es 
parcialmente inexequible el mismo se devuelve a la Cámara de origen, la cual deberá 
rehacerlo tras haber escuchado previamente al Ministro del área. 
 
Se establece, por último, en el artículo 168 superior que en caso de que el 
Presidente se niegue a sancionar las leyes de acuerdo a lo establecido en la Constitución y 
las leyes, esta tarea quedara en Cabeza del Presidente del Congreso.   
 
Ahora bien, en el caso de las objeciones por inconveniencia, la Corte 
Constitucional ha dicho que apuntan a “razones de orden económico, social y político”41 
las cuales son “un mecanismo de control político legítimo que ejerce el Presidente 
respecto del Legislador”42. Además, según explica la Corte en esta misma providencia, 
las objeciones por inconveniencia se diferencian de aquellas por inconstitucionalidad en 
cuanto estas últimas se basan en el desconocimiento de la Constitución.  
 
40 Corte Constitucional. Sentencia C 1152/2008. M.P.: Humberto Antonio Sierra Porto. 





En este orden de ideas, cuando las objeciones se presentan por inconveniencia el 
proyecto de ley será devuelto a las cámaras, que deberán darle un segundo debate. Si el 
proyecto de ley reconsiderado fuese aprobado por la mayoría absoluta de los miembros 
de ambas cámaras, al presidente no le queda más que aprobarlo.  
 
También frente a las objeciones por inconveniencia la Corte Constitucional ha 
sostenido que no se trata de una “deformación” del régimen presidencial, sino de la 
colaboración armónica entre las ramas del poder público: 
 
“Las objeciones por inconveniencia se constituyen en un mecanismo de control 
político legítimo que ejerce el Presidente respecto del Legislador, distinguibles de 
las objeciones por inconstitucionalidad que tienen como fundamento el 
desconocimiento de la Constitución. Y en modo alguno pueden asimilarse a un 
poder de veto sobre las iniciativas estatutarias, que constituiría una deformación 
del régimen presidencial, ya que consiste en una solicitud vinculante de 
reconsideración dirigidas a las cámaras, prevaleciendo en todo caso la insistencia 
del Legislativo.”43 
 
Sin perjuicio de que las objeciones gubernamentales sean un instrumento válido que 
materializa la colaboración entre ramas del poder público, ante la insistencia del órgano 
legislativo en mantener los textos objetados, la Corte Constitucional puede ejercer sobre 
las objeciones un control material que puede trascender los límites explícitamente 
trazados por el contenido de las objeciones44.  
 
 Hasta la sentencia C 1404/00, la Corte Constitucional había considerado que su 
estudio de las objeciones gubernamentales no abarcaba aspectos que no fuesen señalaos 
expresamente por el Gobierno; es decir, no aplicaba el “principio de control 
constitucional integral”.45 Sin embargo, en ese pronunciamiento la corporación modificó 
 
43 Ibid.  
44 Corte Constitucional. Sentencia C 452/06. M.P.: Humberto Antonio Sierra Porto. 
45 Corte Constitucional. Sentencia C 1404/00. M.P.: Carlos Gaviria Díaz y Álvaro Tafur Galvis. 
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su postura para considerar, por el contrario, que 
 
“(…) se hace necesario que esta Corporación se pronuncie sobre aspectos que no 
fueron planteados explícitamente por el Gobierno, pero cuyo análisis resulta ser 
un presupuesto indispensable para el estudio de las razones de 
inconstitucionalidad formuladas en las objeciones mismas. Los motivos que 
justifican esta extensión excepcional de la competencia de la Corte, son de doble 
naturaleza: lógica y constitucional. Lo primero, porque las reglas de derecho que 
se han de aplicar al estudio de las objeciones, se derivan, en no pocos casos, de 
otras reglas o principios más generales, no mencionados en las objeciones, pero 
que resultan insoslayables para fundamentar cualquier decisión. Lo segundo, 
porque dado que el mandato del artículo 241-8 Superior califica las decisiones de 
la Corte en estos casos como definitivas, si no se efectúa en ellas el análisis de 
constitucionalidad de los mencionados temas conexos, éstos quedarán cobijados 
por el efecto de cosa juzgada constitucional que se deriva de la decisión final 
sobre la objeción como tal y, en consecuencia, ningún ciudadano podrá 
controvertirlos en el futuro. (…)” 
 
Pero el control de la Corte no se extiende solo al contenido material de las 
objeciones y sus “temas conexos”, sino también al procedimiento impartido a las mismas. 
Según la corporación, “su competencia comprende el examen de la sujeción de los 
órganos que intervienen en las objeciones a los términos que para tal fin establecen la 
Constitución y la ley.”46 
 
Lo que se desprende entonces de las consideraciones a las que se viene de aludir, es 
que alrededor de las objeciones gubernamentales hay una verdadera colaboración 
interorgánica entre ramas del poder público. Así como las objeciones gubernamentales es 
un mecanismo válido de control político y jurídico a los proyectos de ley, de igual 
manera la Corte Constitucional ejerce un control material y formal sobre tales objeciones. 
En consecuencia, se trataría entonces de todas las ramas del poder público confluyendo 
para depurar y optimizar el proceso de expedición de normas jurídicas.  
 
 




En lo que concierte a la regulación normativa de las objeciones, y de lo cual ya nos 
hemos ocupado en algunos incisos precedentes, es menester señalar que en el texto de la 
Constitución Política de 1991 no se regulan la totalidad de los aspectos relacionados con 
las objeciones presidenciales, resulta necesario acudir a otras normas para entender el 
funcionamiento de dicha figura. En el artículo 79 núm. 4 de la Ley 5ª de 1992 se señala 
que, en cada sesión de las Cámaras y sus Comisiones Permanentes solo se trataran los 
temas incluidos en el orden del día: “en el siguiente orden: 4) objeciones del Presidente 
de la República, o quien haga sus veces, a los proyectos aprobados por el Congreso, e 
informes de las comisiones respectivas”. Mientras que en el artículo 200 ejusdem se 
establece que: “Cuando una Cámara hubiere declarado infundadas las objeciones 
presentadas por el Gobierno a un proyecto de ley, y la otra las encontrare fundadas, se 
archivará el proyecto”. 
 
La conclusión que necesariamente se impone indica que la regulación que trae la 
Carta Política de 1991 sobre las objeciones gubernamentales presenta bastantes 
diferencias con la Constitución Política de 1886, entre las cuales se deben destacar las 
siguientes:    
 
En la Constitución Política de 1991 el control de constitucionalidad lo realiza la 
Corte Constitucional, mientras que en la Constitución de 1886 se encargaba de la 
objeción parcial a la respectiva comisión constitucional permanente y de la total a la 
Cámara de origen. 
 
La Constitución Política de 1991 señala que, en todo caso, la reconsideración del 
proyecto de ley corresponde a las Cámaras en pleno, con prescindencia de la naturaleza 
parcial o total de la objeción formulada o de la causa que la suscite (Cfr. Corte 




Adicionalmente, se debe indicar que, a diferencia de lo que sucede en los estados 
Unidos de Norteamérica, donde las objeciones poseen un carácter ‘contramayoritario’, 
en nuestro medio las mismas se han tornado más democráticas, puesto que se ha dejado 
de lado la exigencia según la cual se debía superar el veto con una mayoría calificada de 
2/3, pasando a exigir en nuestro medio una mayoría absoluta, que equivale a la mitad más 
uno de los miembros de cada cámara. 
 
El proceso estatuido en la Carta Política de 1991 para dar trámite a las objeciones 
por inconstitucionalidad se torna más democrático y participativo, debido a que en el 
mismo intervienen las tres Ramas del Poder Público: el Congreso de la República, el 
Gobierno y la Corte Constitucional, incluso frente a esta última corporación pueden los 
ciudadanos intervenir presentando sus argumentos. 
 
Ahora bien, es importante precisar que existen diferencias relevantes en lo que 
concierne a las objeciones presentadas frente a un proyecto de ley estatutaria, en 
contraposición a un proyecto de ley ordinaria. En el caso de las leyes estatutarias, la 
facultad de objetar el proyecto tiene unos límites que han sido establecidos en la 
Constitución Política y la jurisprudencia de la Corte Constitucional, ya que en estos 
eventos ha habido previamente una revisión integral de constitucionalidad por la Corte, lo 
que implica cosa juzgada de acuerdo con el art. 243 de la Constitución Política.  
 
En este orden de ideas, en tratándose de proyectos de ley estatutaria, el Presidente 
de la República solo podrá formular objeciones por razones de inconveniencia. Así se 
desprende, por ejemplo, de la sentencia C 011/1994, en la cual la Corte Constitucional 
efectuó el control previo del proyecto de ley estatutaria que reglamentaba, entre otros 
asuntos, el voto programático. En aquella oportunidad, dijo la Corporación: 
 
“En principio las objeciones presidenciales son por inconstitucionalidad o 
inconveniencia (arts. 166 y 167 C.P.). En el caso de los proyectos de leyes 
estatutarias debe concluirse que no puede haber objeciones por 
inconstitucionalidad, como quiera que la Corte Constitucional ya dictó 
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sentencia con efectos de cosa juzgada constitucional (art. 243 C.P.), en la que 
encontró conforme con la Constitución el texto que remitió al Presidente de la 
República. Sólo puede haber por tanto objeciones por inconveniencia.”47 
 
En el mismo sentido, en la sentencia C 653/ 2015, la Corte consideró que “respecto 
de las leyes estatutarias sólo cabe el uso de las objeciones gubernamentales por 
inconveniencia”48.   
 
Por otro lado, en las constituciones anteriores al año de 1991 la competencia para 
proponer las objeciones se hallaba exclusivamente en cabeza del presidente de la 
República, mientras que a partir de la Constitución de 1991 esta facultad se amplía, 
debido a que se asigna al Gobierno, lo que quiere decir que tanto el presidente como los 
ministros pueden proponer objeciones a los proyectos de ley. 
 
En definitiva, la gran conclusión a la que podemos arribar nos indica entonces que, 
las objeciones presidenciales en Colombia han evolucionado para distanciarse del modelo 
original contenido en la Carta Política de los Estados Unidos de Norteamérica.  
 
Prueba de la importancia que tienen las objeciones presidenciales en la Constitución 
Política de 1991, se halla en el hecho de que la legislación se regula las mismas, no se 
haya exclusivamente en la Carta Política, sino que otras normas han entrado a regular esta 
materia, verbigracia, la Ley 5ª de 1992 y el Decreto 2067 de 1991. Una pequeña síntesis 
de la normatividad que actualmente regula las objeciones presidenciales se ofrece en la 
tabla anexa: 
 
Norma Texto íntegro 
Constitución Política de 1991 - 
Artículo 165 
Aprobado un proyecto de ley por ambas 
cámaras, pasará al Gobierno para su sanción. Si 
éste no lo objetare, dispondrá que se promulgue 
como ley; si lo objetare, lo devolverá a la cámara 
en que tuvo origen. 
 
47 Corte Constitucional. Sentencia C 011/1994. M.P.: Alejandro Martínez Caballero.  
48 Corte Constitucional. Sentencia C 653/2015. M.P.: Luis Guillermo Guerrero.  
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Constitución Política de 1991 - 
Articulo 166 
El Gobierno dispone del término de seis 
días para devolver con objeciones cualquier 
proyecto cuando no conste de más de veinte 
artículos; de diez días, cuando el proyecto 
contenga de veintiuno a cincuenta artículos; y 
hasta de veinte días cuando los artículos sean más 
de cincuenta. (…) Si transcurridos los indicados 
términos, el Gobierno no hubiere devuelto el 
proyecto con objeciones, el Presidente deberá 
sancionarlo y promulgarlo. Si las cámaras entran 
en receso dentro de dichos términos, el Presidente 
tendrá el deber de publicar el proyecto sancionado 
u objetado dentro de aquellos plazos. 
Constitución Política de 
1991 - Artículo 167 
El proyecto de ley objetado total o 
parcialmente por el Gobierno volverá a las 
Cámaras a segundo debate. (…) El Presidente 
sancionará sin poder presentar objeciones el 
proyecto que, reconsiderado, fuere aprobado 
por la mitad más uno de los miembros de una 
y otra Cámara. (…) Exceptúase el caso en que 
el proyecto fuere objetado por 
inconstitucional. En tal evento, si las Cámaras 
insistieren, el proyecto pasará a la Corte 
Constitucional para que ella, dentro de los seis 
días siguientes decida sobre su exequibilidad. 
El fallo de la Corte obliga al Presidente a 
sancionar la ley. Si lo declara inexequible, se 
archivará el proyecto. (…) Si la Corte 
considera que el proyecto es parcialmente 
inexequible, así lo indicará a la Cámara en que 
tuvo su origen para que, oído el Ministro del 
ramo, rehaga e integre las disposiciones 
afectadas en términos concordantes con el 
dictamen de la Corte. Una vez cumplido este 
trámite, remitirá a la Corte el proyecto para 
fallo definitivo. 
 
Constitución Política de 1991 - 
Articulo 168 
Si el Presidente no cumpliere el deber de 
sancionar las leyes en los términos y según las 
condiciones que la Constitución establece, las 
sancionará y promulgará el Presidente del 
Congreso. 
Constitución Política de 1991 - 
Artículo 241, numeral 8º  
A la Corte Constitucional se le confía la 
guarda de la integridad y supremacía de la 
Constitución, en los estrictos y precisos términos 
de este artículo. Con tal fin, cumplirá las 
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siguientes funciones: (…) Decidir definitivamente 
sobre la constitucionalidad de los proyectos de ley 
que hayan sido objetados por el Gobierno como 
inconstitucionales, y de los proyectos de leyes 
estatutarias, tanto por su contenido material como 
por vicios de procedimiento en su formación. 
Ley 5ª de 1992. Por la cual se 
expide el reglamento del Congreso; el 
Senado y la Cámara de Representantes  
- Artículo 79 numeral 4º  
Asuntos a considerarse. En cada 
sesión de las Cámaras y sus Comisiones 
Permanentes sólo, podrán tratarse los temas 
incluidos en el Orden del Día, en el siguiente 
orden: (…) 4. Objeciones del Presidente de la 
República, o quien haga sus veces, a los 
proyectos aprobados por el Congreso, e 
informes de las comisiones respectivas. 
Ley 5ª de 1992. Por la cual se 
expide el reglamento del Congreso; el 
Senado y la Cámara de Representantes  
- Artículo 196  
Sanción presidencial. Aprobado un 
proyecto por ambas Cámaras, pasará al Gobierno 
para su sanción. Si no lo objetare, dispondrá que 
se promulgue como ley. 
Ley 5ª de 1992. Por la cual se 
expide el reglamento del Congreso; el 
Senado y la Cámara de Representantes  
- Artículo 197 
 Objeciones presidenciales. Si el 
Gobierno objetare un proyecto de ley, lo 
devolverá a la Cámara en que tuvo origen. Si la 
objeción es parcial, a la Comisión Permanente; si 
es total, a la Plenaria de cada Cámara. Si las 
Cámaras han entrado en receso, deberá el 
Presidente dela República publicar el proyecto 
objetado dentro de los términos 
constitucionales.  El texto subrayado fue 
declarado INEXEQUIBLE por la Corte 
Constitucional mediante Sentencia C-241 de 
1994. 
Ley 5ª de 1992. Por la cual se 
expide el reglamento del Congreso; el 
Senado y la Cámara de Representantes  
- Artículo 198 
Término para la objeción. El Gobierno 
dispondrá de seis (6) días para devolver con 
objeciones cualquier proyecto, si no consta de 
más de veinte (20) artículos; de diez (10) días si el 
proyecto contiene de veintiuno (21) a cincuenta 
(50) artículos; y hasta de veinte (20) días cuando 
los artículos sean más de cincuenta (50). 
Ley 5ª de 1992. Por la cual se 
expide el reglamento del Congreso; el 
Senado y la Cámara de Representantes  
- Artículo 199 
Contenido de la objeción presidencial. 
La objeción a un proyecto de ley puede 
obedecer a razones de inconstitucionalidad o 
de inconveniencia. (…)1o. Si fuere por 
inconstitucionalidad y las Cámaras insistieren, 
el proyecto pasará a la Corte Constitucional 
para que decida sobre su exequibilidad dentro 
de los seis (6) días siguientes. (…) Este fallo 
obliga al Presidente a sancionar la ley y a 
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promulgarla. Pero, si se declara inexequible, 
se archivará el proyecto. Si la Corte 
Constitucional considera que el proyecto es 
parcialmente inexequible, así lo indicará la 
Cámara en que tuvo su origen para que, oído 
el Ministro del ramo, rehaga o integre las 
disposiciones afectadas en términos 
concordantes con el dictamen de la Corte. 
Cumplido este trámite, se remitirá a la Corte el 
proyecto para su fallo definitivo. (…) 2o. Si 
fuere por inconveniencia y las Cámaras 
insistieren, aprobándolo por mayoría absoluta, 
el Presidente sancionará el proyecto sin poder 
presentar nuevas objeciones. 
 
Ley 5ª de 1992. Por la cual se 
expide el reglamento del Congreso; el 
Senado y la Cámara de Representantes  
- Artículo 200 
Discrepancias entre las Cámaras. 
Cuando una Cámara hubiere declarado 
infundadas la objeciones presentadas por el 
Gobierno a un proyecto de ley, y la otra las 
encontrare fundadas, se archivará el proyecto. 
Ley 5ª de 1992. Por la cual se 
expide el reglamento del Congreso; el 
Senado y la Cámara de Representantes  
- Artículo 201 
Sanción por el Presidente del Congreso. 
Si el Presidente de la República no cumpliere el 
deber de sancionar las leyes en los términos y 
según las condiciones que la Constitución 
establece, las sancionará y promulgará el 
Presidente del Congreso. 
Decreto 2067 de 1991. Por el 
cual se dicta el régimen 
procedimental de los juicios y 
actuaciones que deban surtirse ante 
la corte constitucional. Artículo 25.  
En los casos de objeciones del 
gobierno a un proyecto de ley por 
inconstitucionalidad y en los de revisión de 
los decretos dictados en ejercicio de las 
facultades que otorgan los artículos 212, 213 
y 215 de la Constitución Nacional, serán 
causales de impedimento y recusación: haber 
conceptuado sobre la constitucionalidad de la 
disposición acusada; haber intervenido en su 
expedición; haber sido miembro del Congreso 
durante la tramitación del proyecto; o tener 
interés en la decisión. 
Decreto 2067 de 1991. Por el 
cual se dicta el régimen 
procedimental de los juicios y 
actuaciones que deban surtirse ante 
la corte constitucional. Artículo 32. 
Para que la Corte resuelva sobre las 
objeciones de inconstitucionalidad a un proyecto 
de ley el Presidente del Congreso registrará 
inmediatamente en la Secretaría de la Corte el 
proyecto de ley, las objeciones y un escrito en el 
cual se expongan las razones por las cuales las 
Cámaras decidieron insistir en que fuera 
sancionado. Simultáneamente enviará copia al 
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Procurador General de la Nación. Si fuere 
convocada audiencia, no podrán intervenir sino 
los representantes del Presidente de la República 
y del Congreso y el magistrado sustanciador 
dispondrá de seis días contados a partir del 
vencimiento del término del Procurador para 
rendir concepto. Al efectuarse el reparto, cada 
magistrado recibirá copia de las objeciones 
presidenciales, del proyecto de ley y del escrito 
donde se justifique la insistencia del Congreso. El 
Procurador General de la Nación rendirá concepto 
dentro de los seis días siguientes al registro de las 
objeciones. Las impugnaciones y defensas 
deberán presentarse dentro de los tres días 
siguientes al registro. La Corte decidirá dentro de 
los seis días siguientes a la presentación de la 
ponencia del magistrado sustanciador. 
Decreto 2067 de 1991. Por el 
cual se dicta el régimen 
procedimental de los juicios y 
actuaciones que deban surtirse ante 
la corte constitucional. Artículo 33. 
Si la Corte considera que el proyecto es 
parcialmente inconstitucional, así lo indicará a la 
Cámara en que tuvo origen para que, oído el 
ministro del ramo, rehaga e integre las 
disposiciones afectadas en términos concordantes 
con el dictamen de la Corte. Una vez cumplido 
este trámite, remitirá a la Corte el proyecto para 
fallo definitivo. 
Decreto 2067 de 1991. Por el 
cual se dicta el régimen 
procedimental de los juicios y 
actuaciones que deban surtirse ante 
la corte constitucional. Artículo 34. 
Recibido el proyecto, el Presidente de la 
Corte solicitará al magistrado sustanciador que 
informe a la Corte dentro de los seis días 
siguientes si las nuevas disposiciones legislativas 
concuerdan con el dictamen de la Corte. Este 
adjuntará al informe el proyecto de fallo 
definitivo. La Corte decidirá dentro de los seis 
días siguientes. 
Decreto 2067 de 1991. Por el 
cual se dicta el régimen 
procedimental de los juicios y 
actuaciones que deban surtirse ante 
la corte constitucional. Artículo 35. 
La sentencia que declare constitucional un 
proyecto de ley objetado, surtirá efectos de cosa 
juzgada respecto de las normas invocadas 
formalmente por el Gobierno y consideradas por 












TERCER CAPÍTULO  




El día 28 de julio de 2017, el Gobierno Nacional presentó sus objeciones al Proyecto de 
Ley 55/14 Senado – 195/14 Cámara, “Por medio de la cual se expide el Código General 
Disciplinario y se derogan la ley 734 de 2002 y algunas disposiciones de la Ley 1474 de 
2011, relacionadas con el derecho disciplinario”. 
 
El Gobierno presentó un total de ocho (8) objeciones de las cuales cuatro (4) 
fueron por inconstitucionalidad y las cuatro (4) restantes por motivos de inconveniencia.  
 
3.1 Objeciones por inconstitucionalidad 
3.1.1 Primera objeción por inconstitucionalidad: violación del artículo 29 de la 
Constitución Política de 1991  
 
La primera objeción que presenta el Gobierno se relaciona con el artículo 67 del 
Proyecto de CGD, en el cual podía leerse en relación con la graduación de las faltas, lo 
siguiente: “Artículo 67. Faltas graves y leves. Constituye falta disciplinaria grave o leve 
el incumplimiento de los deberes, el abuso de los derechos, la extralimitación de las 
funciones, o la incursión en prohibiciones, salvo que la conducta este prevista como falta 
gravísima. (…) La gravedad o levedad de la falta se establecerá de conformidad con los 
criterios señalados en el artículo 47 de este código”. Se debe precisar que el subrayado 
fue agregado por el Gobierno.  
 
La objeción del Gobierno se relaciona en este caso específico con el hecho de 
que el Proyecto CGD les otorga a las faltas gravísimas un carácter de normas especiales 
y, en consecuencia, si otra norma consagraba la misma conducta como de menor 
gravedad, se debería optar por considerarla como gravísima, lo que equivalía a imponer, 
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en caso de duda sobre la graduación de la conducta, la que resultaba más gravosa para 
los intereses del sujeto disciplinado.   
 
Según lo manifestó el Gobierno en las objeciones, con este artículo se estarían 
desconociendo buena parte de las garantías propias del debido proceso, y entre ellas, la 
favorabilidad, por medio de la cual se torna aplicable la ley más favorable, incluso si la 
misma es posterior a la fecha de comisión de los hechos que dieron lugar a la apertura de 
la investigación disciplinaria.   
 
Quizás el elemento más interesante de la manera en que el Gobierno fundamenta 
su desacuerdo con el artículo en comento se halle en el hecho de que lo hace acudiendo a 
la propia jurisprudencia de la Corte Constitucional, específicamente la sentencia T-530 
de 2009, en la cual la Corte se había pronunciado indicando que la potestad 
sancionatoria del estado en materia disciplinaria debía fundarse en los principios y 
valores constitucionales. En consecuencia, resultaba contrario a la Carta Política el 
hecho de que el Proyecto CGD pretendiera desconocer principios como la legalidad o el 
de favorabilidad.  
 
Ateniéndose a lo consagrado en el artículo 29 de la Carta Política y en la 
jurisprudencia constitucional, resulta contrario a la Carta Política que cuando exista duda 
en relación con la sanción a aplicar por una determinada conducta disciplinable se exija 
la mayor punición disciplinaria, cuando justamente lo que exige la Carta es lo contrario, 
que se opte por el tratamiento más permisivo o favorable. 
 
Tal como se encontraba redactado el artículo 67 del Proyecto CGD, el mismo 
propendía por lo que se denomina como una “pena ejemplarizante”, lo que a todas luces 
va no solo en contravía de los principios de legalidad y favorabilidad, sino que además 
desconoce los principios de prohomine y prolibertatis, indisolublemente ligados a la 




Por último, se debe indicar que no deja de resultar interesante que el Gobierno 
fundamente esta objeción acudiendo a la jurisprudencia de la propia Corte 
Constitucional pues esto deja en evidencia que difícilmente el Gobierno sancionará un 
proyecto de ley que sabe va en contravía de lo indicado por la Corte Constitucional en su 
jurisprudencia. Lo que puede interpretarse, de alguna manera, como materialización del 
sistema de pesos y contrapesos.  
      
Posteriormente, le correspondió a la Corte Constitucional entrar a revisar las 
objeciones de inconstitucionalidad presentadas por el Gobierno, lo que llevó a cabo en la 
sentencia C 284/2016, por medio de la cual la Corte Constitucional decidió declarar 
infundada, esto es, carente de fundamento la objeción gubernamental propuesta frente 
al artículo 67 del Proyecto CGD. 
 
Los motivos por los cuales la Corte Constitucional decide considerar esta 
objeción presidencial son, grosso modo, los que pasamos a exponer a continuación. 
Inicia la Corte por señalar que el principio de especialidad, que se aplica al momento de 
efectuar la adecuación típica de los hechos investigados, es una técnica que se emplea 
desde hace ya bastante tiempo tanto en el derecho penal como en el disciplinario, y que 
no puede considerarse contraria ni al debido proceso ni a las demás garantías 
constitucionales. En este punto la Corte recurre a enumerar un amplio catálogo de 
sentencias en las cuales se ha analizado este principio sin que se llegue a señalar la 
inconstitucionalidad de este, entre estas sentencias se deben destacar las siguientes: C-
133/ 1999 - M. P. Carlos Gaviria Díaz, C-121 /2012 - M. P. Luis Ernesto Vargas Silva, y 
C-464/ 2014 - M. P. Alberto Rojas Ríos. 
 
El principio de especialidad aplica cuando el operador judicial se encuentra 
frente a una situación fáctica que, por sus especiales o complejas características, puede 
encuadrar en dos o más descripciones típicas. En estos casos la opinión imperante indica 
que habrá de decantarse por efectuar la subsunción dentro del tipo que ofrezca una 
mayor riqueza descriptiva. Al adoptar esta medida se descartan las normas restantes, que 
52 
 
podrían ocasionar confusiones; pues de lo contrario se podría presentar un concurso 
aparente de hechos punibles o, peor aún, desconocer el principio de nom bis in ídem.  
 
Agrega, además, la Corte, que se equivoca el Gobierno al considerar que con el 
artículo 67 del Proyecto CGD se estaría vulnerando el principio de favorabilidad, el cual 
se relaciona con un conflicto de normas en el tiempo, y en el cual se aplica la regla 
inquebrantable de que siempre habrá de optarse por la norma más benigna o favorable al 
inculpado. Sin embargo, no es este el principio (favorabilidad) que se encuentra en juego 
en el caso sub examine, donde lo que sucede es que se ha adoptado, en palabras de la 
Corte, “un modelo complejo e integral”, que permitirá determinar con el menor margen 
de error, cual es el tipo disciplinario dentro del cual debe enmarcarse la conducta 
investigada. En síntesis, se trata de un método que permita hacer más fiable el resultado 
del proceso de subsunción que el operador jurídico realiza entre la norma existente y los 
hechos investigados. 
 
Así las cosas, no se entiende por qué el Gobierno ha considerado que se da una 
vulneración al principio de favorabilidad, el cual solo podría ser afectado en un 
supuesto de colisión de normas en el tiempo. En otras palabras, el artículo 67 del 
Proyecto CGD no está solicitando que en caso de existir dos normas aplicables se opte 
por la más gravosa, pero así parece haberlo entendido el Gobierno.  
 
Concluye la Corte Constitucional indicando que: “Así las cosas, no se observa 
en este caso transgresión alguna del artículo 29 superior, pues además de que el 
principio de favorabilidad resulta inaplicable, la regla que establecería el artículo 67 de 
este proyecto, sin duda acata los demás mandatos que en torno al concepto de debido 
proceso recoge el citado precepto”49.  
 
La última apreciación que hace la Corte Constitucional aclara, así sea 
parcialmente, la mala lectura que el Gobierno ha realizado del artículo 67 del Proyecto 
 
49 Corte Constitucional. Sentencia C284/ 2016. M.P.: Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 
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CGD. En sus objeciones, al transcribir el articulo 67 precitado, el Gobierno cita lo 
siguiente, ““…acudir a los tipos de la ley penal siempre y cuando la conducta no se 
adecúe especialmente a las faltas disciplinarias…”, fragmento que en realidad se 
corresponde con el artículo 65 del Proyecto CGD y no con el 67. 
 
El hecho de haber confundido los textos de los artículos 65 y 67 del Proyecto 
CGD podría considerarse como un error comprensible y tolerable, aun teniendo en 
cuenta el grado de atención que debería presentarse a este tipo de documentos. Sin 
embargo, este yerro permite adelantar una de las conclusiones que a que se arriba en la 
presente investigación: al revisar detenidamente el documento que contiene las 
objeciones presidenciales presentadas por el Gobierno al Proyecto CGD se descubre 
inmediatamente el gran afán por sintetizar y subsumir muchos artículos dentro de una 
misma causal de inconstitucionalidad. 
 
Explicamos lo anterior acudiendo a dos ejemplos: al revisar la segunda objeción 
presidencial al Proyecto CGD se aprecia que el Gobierno comprende en esta objeción 
un catálogo amplio de artículos que, en su criterio, vulneran el artículo 13 de la 
Constitución Política, y en la objeción cuarta analiza cómo dos artículos diferentes del 
Proyecto CGD (251 y 253) vulneran, igualmente, el articulo 13 superior.  
 
Técnicamente hablando, resulta inconveniente que en una misma objeción se 
aglutinen varios artículos del proyecto objetado, puesto que así resulta difícil ganar en 
precisión y claridad. En consecuencia, resulta recomendable que en las objeciones se 
analicen uno por uno y en forma pormenorizada los artículos objetados, explicando en 
cada caso como cada uno de estos artículos vulnerarían la Carta Política.    
 
3.1.2 Segunda objeción por inconstitucionalidad: Violación del artículo 13 de la 
Constitución Política de 1991 
 
En esta objeción el Gobierno cobija múltiples artículos del Proyecto CGD por 
considerar que los mismos vulneran el derecho a la igualdad consagrado en el artículo 
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13 constitucional. Entre los artículos objetados se encuentran los siguientes: artículo 55, 
numerales 1, 2, 3, 7 y 11; artículo 56, numeral 4; artículo 57, numerales 6, 10 y 13; y 
articulo 58, numeral 150.   
 
Señala el Gobierno que las faltas gravísimas que se hayan distribuidas entre los 
artículos 52 al 62 del Proyecto CGD no guardan ninguna proporcionalidad, puesto que 
se equiparan conductas que atentan contra el Derecho Internacional Humanitario, el 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos, y la libertad personal, con conductas 
de naturaleza estrictamente disciplinaria y que, en consecuencia, no ameritarían el 
tratamiento de gravísimas.    
 
El problema se halla entonces en que el Proyecto CGD no establece, según el 
Gobierno, una gradualidad adecuada para imponer sanciones a las faltas disciplinarias y, 
en consecuencia, resulta desproporcionado establecer la misma cualificación (gravísima) 
para la conducta de un funcionario que atenta contra el Derecho Internacional 
Humanitario y para uno que responde un derecho de petición por fuera de termino. Si 
bien esta última conducta es grave, no reviste la misma trascendencia que la primera.  
 
A lo anterior se debe agregar, según lo señala el Gobierno, que algunas de las 
conductas consideradas como gravísimas ni siquiera vendrían a constituir faltas 
disciplinarias, tal como sucede con el numeral 3º del artículo 55 del proyecto CGD, en el 
cual podía leerse: “3º.  Consumir en el sitio de trabajo o en lugares públicos, sustancias 
 
50 “Proyecto de Código disciplinario Único. Artículo 55. Faltas relacionadas con el servicio o la 
función pública. 1º. Dar lugar a la configuración del silencio administrativo positivo, 2º. Violar la reserva 
de la investigación y las demás actuaciones sometidas a la misma restricción, 3º.  Consumir en el sitio de 
trabajo o en lugares públicos, sustancias prohibidas que produzcan dependencia física o psíquica, asistir al 
trabajo en tres o más ocasiones en estado de embriaguez o bajo el efecto de estupefacientes. Cuando la 
conducta no fuere reiterada conforme a la modalidad señalada, será calificada como grave (…), 7º. 
Suministrar datos inexactos o documentación con contenidos que no correspondan a la realidad u omitir 
información que tenga incidencia en su vinculación o permanencia en el cargo o en la carrera, o en las 
promociones o ascensos o para justificar una situación administrativa (…), 11. Incurrir injustificadamente 
en mora sistemática en la sustanciación y fallo de los asuntos asignados. Se entiende por mora sistemática 
el incumplimiento por parte de un servidor público de los términos fijados por la ley o reglamento interno 
en la sustanciación de los asuntos a él asignados, en una proporción que represente el vente por ciento (20 
%) de su carga laboral (…). 
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prohibidas que produzcan dependencia física o psíquica, asistir al trabajo en tres o más 
ocasiones en estado de embriaguez o bajo el efecto de estupefacientes. Cuando la 
conducta no fuere reiterada conforme a la modalidad señalada, será calificada como 
grave”, punto en el cual el Gobierno acude de nuevo a la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional, específicamente a la sentencia C-491 de 2010. Allí la Corporación se 
pronunció en relación con el artículo 11 de la Ley 1453 de 2011, en los siguientes 
términos, “Si el derecho al libre desarrollo de la personalidad tiene algún sentido dentro 
de nuestro sistema, es preciso concluir que, por las razones anotadas, las normas que 
hacen del consumo de droga un delito son claramente inconstitucionales”. 
 
Se concluye entonces que, además de violentar el derecho a la igualdad, algunas 
disposiciones del Proyecto CGD vulneraban el derecho al libre desarrollo de la 
personalidad.  
 
Ahora, el Gobierno también consideró que se daba un desconocimiento del 
derecho a la igualdad, debido a que no resulta proporcional considerar que son 
gravísimas dos conductas tan disimiles como la de desconocer el Derecho Internacional 
Humanitario y no contestar en tiempo un derecho de petición. Bajo esta perspectiva, la 
igualdad aparece como un mecanismo para frenar la arbitrariedad del Estado, tal como 
lo ha manifestado la más autorizada doctrina constitucional:  
 
“… La igualdad se configura hoy, pues, como una noción completamente 
diferente a la de la igualdad ante la Ley que predicaron las revoluciones liberales: 
se construye, sobre todo, como un límite de la actuación de los poderes públicos 
y como un mecanismo de reacción frente a la posible arbitrariedad del poder. No 
se trata ya de que éstos no puedan, en sus actuaciones, diferenciar entre 
individuos o grupos: se trata de que, si lo hacen, su actuación no puede ser 
arbitraria. Es, por lo tanto, un principio negativo, limitativo, que acota un ámbito 
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de actuaciones de los poderes públicos, y reaccional, que permite reaccionar 
frente a las actuaciones de éstos cuando sean arbitrarias…"51.  
 
En relación con esta objeción también se pronunció la Corte Constitucional en la 
sentencia C-284/ 2016, declarándola infundada y, parcialmente fundada en uno de sus 
apartes. Debido a que el Gobierno había compendiado en esta objeción varios artículos 
del Proyecto CGD, debió la Corte Constitucional separarlos para realizar su análisis, lo 
cual explica por qué en el aparte resolutivo de la sentencia C-284/ 2016 son tres los 
numerales que se destinan a declarar infundada esta objeción:  
 
a) En el numeral segundo de la parte resolutiva de la sentencia C-284 se decide 
declarar infundadas las objeciones por inconstitucionalidad formuladas por el 
Gobierno Nacional, en relación con los numerales 2°, 7° y 11 del artículo 55; 4° del 
artículo 56 y 6° y 10 y 13 del artículo 57.   
 
b) En el numeral tercero de la parte resolutiva de la sentencia C-284 de 2016 se 
decide declarar parcialmente infundada la segunda objeción por inconstitucionalidad 
formulada por el Gobierno Nacional, en relación con el numeral 3° del artículo 55 del 
Proyecto CGD y  
 
c) En el literal cuarto de la parte resolutiva de la sentencia C-284 de 2016 se 
decidió declarar fundada la segunda objeción por inconstitucionalidad formulada por 
el Gobierno Nacional en relación con los numerales 1° del artículo 55 y 1º del artículo 
58 del Proyecto CGD. 
 
En sus objeciones señaló el Gobierno nacional que algunos apartes de los 
artículos 55, 56, 57 y 58 del Proyecto CGP vulneraban el artículo 13 de la Constitución 
Política, idea que no fue acogida por la Corte Constitucional debido a los argumentos 
 
51 GARCÍA MORILLO, Joaquín. Derecho Constitucional. Volumen I. El ordenamiento constitucional. 
Derechos y deberes de los ciudadanos. Madrid:  Editorial Tirant lo Blanch. 1991, Pág. 143. 
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que pasamos a desarrollar.  El problema con estos artículos radica, según el Gobierno, en 
que permiten la imposición de penas similares para faltas disciplinarias cuyo impacto no 
puede ser considerado de la misma envergadura; por ejemplo, no resulta proporcional  
calificar como gravísimas conductas relacionadas con la violación a los preceptos del 
Derecho Internacional Humanitario y dar el mismo calificativo de gravísimas a 
conductas como las relacionadas con el hecho de no responder un derecho de petición en 
los términos establecidos por la ley. 
 
Para declarar como infundada esta objeción la Corte Constitucional inició por 
señalar que el Proyecto CGD conserva una gran cantidad de contenidos similares en 
relación con la Ley 734 de 2002; sin embargo, establece una gran diferencia en razón a 
que ya no incorpora todas las faltas gravísimas en una sola disposición, tal como lo hacía 
la Ley 734 de 2002 en su artículo 48, sino que opta por enlistar estas conductas en varios 
artículos, tal como suele hacerse en las codificaciones penales. El sentido de esta medida 
no es otro que el de ganar en sistematización. Una de las conclusiones que aquí se 
imponen conduce a la Corte Constitucional a señalar que, buena parte de los artículos 
sobre las que se consideran faltas gravísimas son casi idénticos en la Ley 734 de 2002 y 
en el Proyecto CGD.  
 
La objeción del Gobierno apunta a señalar que al clasificar varias conductas 
disimiles como gravísimas, todas ellas darían lugar a la imposición de la misma sanción. 
No obstante, según la Corte Constitucional, esto no es así, puesto que “la consecuencia 
dependerá del grado de culpabilidad con que la falta haya sido cometida”, a lo que se 
debe sumar el hecho de que el operador disciplinario cuenta con un amplio margen de 
movilidad para graduar las sanciones.  Esto impide, según la Corte la imposición de una 
sanción idéntica para conductas disímiles. 
 
A lo anterior se suma el argumento de “política legislativa”, según el cual, no 
sancionar como gravísimas ciertas faltas relacionadas con la función, como, por 
ejemplo, no dar respuesta a tiempo al derecho de petición, enviaría un mensaje equivoco 
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a la sociedad según el cual se terminarían por tolerar, de cierta manera, dicha clase de 
faltas.  
 
En cuanto la segunda objeción, atinente a la calificación como falta gravísima de 
diez distintas conductas listadas en los artículos 55 a 58 del Proyecto CGD, la Corte 
Constitucional la consideró también infundada (parcialmente infundada) al concluir que 
dichos tipos disciplinarios no resultaban contrarios a los criterios de razonabilidad y 
proporcionalidad. 
 
Continuando con la segunda objeción gubernamental tenemos que la Corte 
Constitucional encontró fundada esta segunda objeción respecto de tres de las conductas 
definidas como falta gravísima: numerales 1° del artículo 55 y del artículo 58, y 
respecto de un aparte del numeral 3º del mismo artículo 55.  
 
En relación con el numeral 1º del artículo 55 del Proyecto CGD, el cual se 
encuentra relacionado con la falta del funcionario que al no contestar un derecho de 
petición permite la configuración del silencio administrativo positivo, la corporación 
indicó que las objeciones gubernamentales resultan fundadas, puesto que en este 
artículo no se distinguen las diversas circunstancias en que tal resultado puede 
presentarse.  
 
En relación con el numeral 1º del artículo 58 del Proyecto CGD, relacionado con 
la una posible omisión de los Comités de Conciliación52, la Corte estimó fundada la 
objeción gubernamental por la “indeterminación” del texto objetado. Además, señaló la 
Corte que le asiste la razón al Gobierno al indicar que resultaba innecesaria la sanción 
frente a esta conducta, lo que en consecuencia hace que la sanción en estos casos resulte 
desproporcionada.   
 
 
52 Artículo 58. Falta relacionada con la acción de repetición. 1. No decidir, por parte del Comité de 
Conciliación, la procedencia de la acción de repetición dentro del término fijado en la ley. 
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Respecto del numeral 3º del artículo 55 del Proyecto CGD53, relacionado con el 
consumo en lugares públicos de sustancias prohibidas que produzcan dependencia, la 
Corte decidió declarar parcialmente infundada la objeción gubernamental. Recordemos 
que el Gobierno sostuvo que sancionar tal conducta implicaba una abierta violación al 
derecho al libre desarrollo de la personalidad, tal como ya lo había indicado la Corte 
Constitucional en jurisprudencia reiterada. Sin embargo, consideró la Corte, que el 
Gobierno omitió valorar un “condicionamiento”, según el cual, existe la posibilidad de 
sancionar tal conducta cuando la misma incida de forma negativa sobre la prestación del 
servicio público que se encuentra a cargo del infractor.  
 
3.1.3 Tercera objeción por inconstitucionalidad: Violación de los artículos 13, 29 y 
93 de la Constitución Política de 1991 
 
Esta objeción se dirige al parágrafo 1º del artículo 141 del Proyecto CGD, en el cual se 
establecía que, en las faltas disciplinarias relacionadas con la violación del Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos y el derecho Internacional Humanitario, 
únicamente el quejoso que tuviese la calidad de víctima podía solicitar la revocatoria del 
fallo absolutorio.  
 
Para soportar esta objeción el Gobierno optó, una vez más, por remitirse a la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional, en la cual se han abordado casos similares. 
Así, apoyó su argumentación en la sentencia C-014/2004, en la cual se revisó la 
constitucionalidad del artículo 125 de la Ley 734 de 2002 que regulaba la revocatoria 
directa del fallo disciplinario por solicitud del disciplinado. En dicha oportunidad, la 
corporación revisó una demanda de constitucionalidad que sostenía que la restricción de 
la posibilidad de revocatoria directa únicamente a los fallos sancionatorios era contraria 
 
53 3. Consumir, en el sitio de trabajo o en lugares públicos, sustancias prohibidas que produzcan 
dependencia física o síquica, asistir al trabajo en tres o más ocasiones en estado de embriaguez o bajo el 
efecto de estupefacientes. Cuando la conducta no fuere reiterada conforme a la modalidad señalada, será 




las funciones de la Procuraduría General de la Nación y dejaría a las víctimas de 
violaciones a derechos humanos sin la posibilidad de solicitar revocatoria directa de 
fallos absolutorios.54 
 
Lo primero que se señaló en la sentencia C-014/ 2004 se relacionaba con el 
hecho de que en materia disciplinaria el quejoso no gozaba de la condición o calidad de 
sujeto procesal y, en consecuencia, se acepta que sus facultades de intervención en el 
proceso sean bastante menguadas, incluyendo la posibilidad de presentar la queja, 
ampliarla, aportar pruebas, recurrir la decisión por medio de la cual se ordena archivar 
las diligencias y recurrir la decisión por medio de la cual se profiere un fallo absolutorio. 
Facultades que son taxativas.  
 
Sin embargo, en la sentencia C-014/2004 la Corte Constitucional sostuvo que 
existen diferencias sustanciales entre el simple quejoso y quien ha sido víctima de faltas 
disciplinarias en las cuales han resultado vulnerados sus derechos humanos o el derecho 
internacional humanitario. Tras establecer la diferencia entre el simple quejoso y la 
víctima, pasa la Corte a advertir que: “(…) la calidad de víctimas o perjudicados con 
tales faltas, los habilita para intervenir no solo como interesados en la defensa del 
ordenamiento jurídico, sino como personas portadoras de un interés legítimo y directo en 
las resultas del proceso disciplinario. (…) Esta condición, convierte a las víctimas o a los 
perjudicados en portadores de un interés directo en el ejercicio de la potestad 
sancionadora del estado y en la realización de la justicia disciplinaria”55. 
 
Desde esta perspectiva, cuando se impide que la víctima pueda solicitar en forma 
directa que se revoque un fallo absolutorio, se está desconociendo el efecto vinculante 
que posee el Derecho Internacional de los Derechos Humanos y el Derecho 
Internacional sobre el ordenamiento interno, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 93 superior. 
 




En síntesis, tendríamos que mediante el parágrafo 1º del artículo 141 del 
Proyecto CGD, se estarían desconociendo, entre otros, los siguientes derechos 
fundamentales y garantías: a) el derecho fundamental de las victimas al debido proceso, 
debido a que se las excluye de la posibilidad de participar en el proceso disciplinario, b) 
el derecho a la igualdad en tanto que se priva a la víctima de un derecho que sí se le 
concede al investigado, impugnar el fallo, c) vulnera el derecho de las victimas a la 
verdad.  
 
En relación con esta objeción presidencial no pudo pronunciarse la Corte 
Constitucional, pues tal como lo indicó en el Auto 085 de 2016, nunca contó con la 
información suficiente para efectuar su pronunciamiento: “Dentro del mismo lapso no se 
recibió ningún documento ni respuesta por parte del Secretario General del Senado de la 
República, razón por la cual el Magistrado sustanciador carece por completo de 
información cierta sobre el trámite que estas objeciones tuvieron en esa corporación 
legislativa, y particularmente sobre la insistencia que al respecto se hubiere formulado, 
el anuncio previo a la votación del informe y el subsiguiente trámite de aprobación de 
las correspondientes actas”56.  
 
3.1.4 Cuarta objeción por inconstitucionalidad: Violación del artículo 13 de la 
Constitución Política de 1991, artículos 251 y 253 del Proyecto CGD 
 
La cuarta objeción gubernamental por inconstitucionalidad cobija dos artículos distintos 
del Proyecto CGD: en primer lugar, el artículo 251, en el cual se contemplaba que la 
investigación disciplinaria contra los funcionarios judiciales miembros de la Rama 
Judicial debía adelantarse dentro de un término de seis (6) meses, término que podía 
prorrogarse por tres (3) meses más cuando la investigación se adelantara por múltiples 
faltas o cuando fueran dos o más los inculpados. 
 
 
56 Corte Constitucional. Auto 085 de 2016. M.P.: Jaime Córdoba Triviño. 
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 Por el contrario, en el artículo 213 del Proyecto CGD se establecía que para los 
demás servidores públicos se contaría con un término de seis (6) meses para adelantar la 
investigación, término que podía ser prorrogado por un término igual, seis (6) meses 
más, cuando se investigue más de una falta o sean dos o más los inculpados.  
 
En el artículo 253 del Proyecto CGD se establecía que cuando se produjera el 
reintegro de un funcionario judicial que hubiese sido suspendido debido a la 
investigación disciplinaria, se debería proceder al pago retroactivo de los parafiscales y 
de los demás aportes que debieran haberse realizado al sistema de seguridad social 
integral. Mientras que en el artículo 218 del Proyecto CGD, se establecía que cuando un 
funcionario resultaba suspendido debido a una investigación disciplinaria se debería 
continuar con el pago de los parafiscales y demás aportes al sistema de seguridad social 
integral, durante el tiempo que el funcionario permaneciese suspendido. 
 
Estos dos artículos, 251 y 253 del Proyecto CGD, establecen un trato 
diferenciado que resulta injustificado y que, en consecuencia, desconoce y vulnera el 
derecho a la igualdad consagrado en el artículo 13 superior.  El artículo 251 del Proyecto 
CGD prevé para los funcionarios judiciales un término de investigación inferior al que 
se establece para todos los demás funcionarios, sin que exista un motivo que justifique 
tal medida.  
 
Mientras que el artículo 253 del Proyecto CGD establecía dos obligaciones 
distintas a las entidades públicas en materia de pagos de parafiscales y demás aportes al 
sistema de seguridad social de los funcionarios suspendidos en razón de una 
investigación disciplinaria,  puesto que para los funcionarios judiciales suspendidos se 
exigía que el pago de dichos rubros se efectuará una vez levantada la suspensión, 
mientras que a todos los demás funcionarios se les debían seguir cancelando dichos 
conceptos durante el tiempo que durase la suspensión. Tales diferencias de trato se 
presentan como simplemente arbitrarias y caprichosas, puesto que no existen razones o 
fundamentos (constitucionales, legales, fácticos o de conveniencia) que las justifiquen.  
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Y así lo indica el Gobierno, acudiendo para ello, de nuevo, a la jurisprudencia de la 
Corte Constitucional: 
 
“El derecho a la igualdad frente a la ley, impone al legislador otorgar el mismo 
tratamiento a todas las personas que están en el mismo supuesto de hecho que él 
pretende regular. Por lo tanto, para establecer si una disposición legal concreta es 
discriminatoria, el primer presupuesto lógico que el juez constitucional debe 
verificar es que tal disposición realmente otorgue un trato diferente a persona 
colocadas en la misma situación de hecho. Si ello efectivamente ocurre, entonces 
debe examinar si ese tratamiento desigual persigue alguna finalidad 
constitucionalmente importante que lo justifique, comprobado lo cual debe 
establecerse si la limitación al derecho a la igualdad era adecuada para alcanzar 
tal finalidad. Además, para que dicha restricción sea conforme con la 
Constitución, se requiere que sea ponderada o proporcionada stricto sensu”57. 
 
En relación con esta objeción presidencial no pudo pronunciarse la Corte 
Constitucional, pues tal como lo indicó en el Auto 085 de 2016, nunca contó con la 
información suficiente para efectuar su pronunciamiento: “Dentro del mismo lapso no se 
recibió ningún documento ni respuesta por parte del Secretario General del Senado de la 
República, razón por la cual el Magistrado sustanciador carece por completo de 
información cierta sobre el trámite que estas objeciones tuvieron en esa corporación 
legislativa, y particularmente sobre la insistencia que al respecto se hubiere formulado, 
el anuncio previo a la votación del informe y el subsiguiente trámite de aprobación de 




57 Estas consideraciones de la Corte Constitucional, en las cuales se apoya el Gobierno, han sido reiteradas 
en varios pronunciamientos. Entre ellos, la sentencia C 1047/01, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra. 
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3.2 Las objeciones por inconveniencia al Proyecto CGD  
 
El Gobierno presentó cuatro objeciones por inconveniencia al Proyecto CGD. La 
primera de estas objeciones se relacionó con las faltas que coinciden con descripciones 
típicas de la ley penal. A partir de la lectura del artículo 65 del Proyecto CGD se 
deduce, según interpretación del Gobierno, que será calificada como falta gravísima 
aquella que logre satisfacer las siguientes exigencias: i) que sea objetivamente descrita 
por la ley penal como delito, ii) que sea sancionable a título de dolo y iii) que se cometa 
en razón, con ocasión o como consecuencia de la función o cargo, o abusando del 
mismo. 
 
Buscando que la aplicación del artículo 65 del Proyecto CGD no resulte 
incongruente con las decisiones que se emitan al interior de la jurisdicción penal, se debe 
interpretar este artículo bajo el entendido de que el mismo deberá estar supeditado al 
pronunciamiento por parte del juez penal sobre la tipicidad de la conducta. 
 
No basta, según el Gobierno, con que la conducta cometida por el disciplinado se 
encuentre objetivamente descrita en la ley penal como un delito, para que por este hecho 
se le considere falta gravísima, sino que se necesita que un juez penal halla indicado que 
efectivamente se trata de una conducta típica. En síntesis, lo que el Gobierno recomienda 
es que se aplique una exigencia de “prejudicialidad”, con el ánimo de evitar que se 
adelante una investigación disciplinaria por una conducta que previamente la justicia 
penal ha considerado como no delictiva. Como consecuencia de esta propuesta el 
Gobierno se ve obligado a precisar que, para evitar la prescripción de la acción 
disciplinaria, se debe empezar a contar dicha prescripción a partir de la ejecutoria de la 
sentencia penal. 
Concluye el Gobierno indicando que: “es conveniente que se establezca que la 
aplicación del artículo 65 estará supeditada al pronunciamiento de un juez penal sobre la 
tipicidad de la conducta que se espera enjuiciar disciplinariamente, de manera que no sea 
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procedente iniciar una investigación disciplinaria por una conducta que previamente ha 
sido considerada atípica por la jurisdicción penal mediante sentencia absolutoria”58.  
 
La segunda objeción por inconveniencia se relaciona con el título XI del 
Proyecto CGD, en el cual se establece el régimen disciplinario de los funcionarios de la 
Rama Judicial. Este Título empieza por señalar, en el artículo 240, que la acción 
disciplinaria sobre los funcionarios judiciales le corresponde al Estado y que será 
ejercida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura y 
por las Salas Disciplinarias de los Consejos Seccionales. El problema fundamental de 
este artículo se halla en que desconoce que mediante el Acto Legislativo 02 de 2015 se 
modificó la estructura de la justicia disciplinaria y, en consecuencia, las funciones antes 
señaladas ya no corresponderían a las dependencias indicadas en el Proyecto CGD: 
 
“(…) lo cierto es que mediante el Acto Legislativo 02 de 2015, “por medio del 
cual se adopta una reforma de equilibrio de poderes y reajuste institucional y se dictan 
otras disposiciones”, se modificó la estructura de la denominada jurisdicción 
disciplinaria, de suerte que los organismos indicados en precedencia han dejado de 
existir, para dar paso a la creación de una nueva institucionalidad conformada por el 
Consejo de Gobierno Judicial, la Comisión Nacional de Disciplina Judicial, las 
Comisiones Seccionales de Disciplina Judicial y la Gerencia de la Rama Judicial, tal 
como se desprende de los artículos 15, 16 y 19 del Acto Legislativo 2 de 2015, los 
cuales valga precisar, modifican respectivamente los artículos 254, 255 y 257 de la 
Constitución Política de Colombia”59. 
 
Advierte igualmente el Gobierno sobre la imposibilidad en este punto de 
subsanar el Proyecto CGD mediante el simple cambio de los nombres de las entidades. 
Reemplazar el nombre de las antiguas entidades por el de las nuevas no es la solución, 
 
58 Colombia. Presidencia de la República. Proyecto de Ley 55/14 Senado – 195/14 Cámara “por medio del 
cual se expiden el Código General Disciplinario y se derogan la Ley 734 de 2002 y algunas disposiciones 




ya que mediante el Acto Legislativo 2 de 2015 lo que se dio fue más que un simple 
cambio de nombres, fue un cambio estructural. 
 
La tercera objeción por inconveniencia se dirige a la posibilidad de que las 
personerías municipales participen en la implementación del proceso oral disciplinario, 
puesto que esta nueva función implicaría para las personerías asumir unas 
responsabilidades que desbordan su capacidad de organización y su estructura logística, 
verbigracia, entrega de copias gratuitas y realización de notificaciones. A lo que se suma 
el hecho de que se deberían construir las salas especiales para las audiencias orales, tema 
para el cual no existe un rubro presupuestal destinado. Adicionalmente, señala el 
Gobierno, que al ser el Personero el encargado de tramitar estas audiencias, perdería 
tiempo valioso que podría destinar a otras actividades de mayor relevancia, en 
consecuencia “antes de constituirse en un instrumento de eficacia en la lucha  contra la 
corrupción, será con relación a las personerías municipales, causa de mayores 
dificultades procedimentales, lo cual seguramente producirá la vulneración de las 
garantías procesales dadas las actuales falencias estructurales, administrativas y 
presupuestales de estas entidades”60. 
 
La cuarta objeción por inconveniencia se vincula con la asignación de recursos 
al Instituto de Estudios del Ministerio Público. Esta objeción se dirige específicamente 
contra el artículo 246 del Proyecto CGD, en el cual se indica que: “con el fin de 
promover la capacitación, investigación, divulgación y publicación del contenido de la 
presente ley, la Procuraduría General de la Nación y la Defensoría del Pueblo podrán 
destinar hasta el 1 % de su presupuesto al Instituto de estudios del Ministerio Publico” 
(Presidencia de la república, p. 20), artículo que de nuevo desconoce el Acto Legislativo 
02 de 2015, específicamente el artículo 24 del mismo, en el cual se indicó que “El 
Defensor del Pueblo ejercerá sus funciones de manera autónoma. Sera elegido por la 
Cámara de Representantes para un periodo institucional de cuatro años de terna 





que la Defensoría del Pueblo podrá destinar el 1 % de su presupuesto a un Instituto que 
pertenece a otra entidad, la Procuraduría General de la Nación.   
 
Ahora bien, sobre estas objeciones por inconveniencia no le es dado a la Corte 
pronunciarse. En este caso, su trámite implica devolver el proyecto al Congreso y, en 
caso de que los parlamentarios insistan en los contenidos que fueron objetados por 
inconveniencia, con las mayorías requeridas, se remitirá el proyecto de ley nuevamente 
al Presidente para que sea sancionado definitivamente. 
 
 Producto de la devolución del proyecto al Congreso, tanto la Cámara de 
Representantes61 como el Senado62 elaboraron un informe sobre las objeciones. Nos 
ocuparemos de las objeciones por inconveniencia. 
 
A través de informe del 19 de noviembre de 2015, dirigido al Dr. Alfredo Rafael 
Deluque Zuleta, en ese momento presidente de la Cámara de Representantes, se propuso 
a dicha cámara: 
 
1. Declarar infundada la objeción por inconveniencia del art. 65 conciliado del 
proyecto. 
2. Declarar fundada la objeción por inconveniencia de las expresiones “Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura” y “Salas 
disciplinarias de los Consejos seccionales”. 
3. Declarar infundada la objeción por inconveniencia de los artículos 
17,111,121 y 245 del texto conciliado del proyecto. 
4. Declarar fundada la objeción por inconveniencia del art. 264 del texto 
conciliado del proyecto. 
En este orden de ideas, la Cámara de Representantes solo acogió las objeciones 
primera y cuarta por inconveniencia, relacionadas con las faltas que coinciden con 
 
61 Informe sobre objeciones depositado en la Gaceta No. 950/15. 
62 Informe sobre objeciones depositado en la Gaceta No. 876/15. 
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descripciones de la ley penal y con la asignación de recursos al Instituto de Estudios de 
Ministerio Público. 
 
En relación con la primera objeción aceptada, la Cámara consideró que los 
argumentos del gobierno apuntaban a que la redacción del Código General Disciplinario 
estuviera acorde con el andamiaje institucional establecido en la Reforma de Equilibrio 
de Poderes que había sido aprobada para ese momento. 
 
Frente a la segunda objeción acogida, la Cámara consideró que era evidente que 
en la actualidad la Defensoría del Pueblo era una entidad con autonomía administrativa y 
presupuestal, por lo que carecía de sentido manifiesto establecer para ella la posibilidad 
de destinar el 1% de su presupuesto a un Instituto de Estudios perteneciente a otro ente, 
dado que con el Acto Legislativo 02 de 2015, la Defensoría del Pueblo dejaba de hacer 
parte del Ministerio Público para, en su lugar, ser un ente autónomo. 
 
 Por su parte, en informe elaborado el 13 de octubre de 2015 y dirigido al Dr. Luis 
Fernando Velasco, presidente del Senado de la República, esta cámara propuso acoger 
las mismas objeciones que acogió la Cámara de Representantes, con idénticos 
argumentos. 
 
De esta manera, se evidenció una colaboración armónica entre el legislativo y el 














CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 
1. La figura de las objeciones presidenciales en los regímenes presidencialistas se 
remonta a la Constitución Política de los Estados Unidos de Norteamérica, del 
año 1787, donde esta figura tiene un carácter “contramayoritario”. En Colombia, 
la figura surge en la Constitución Política de 1821 y, aunque inicialmente tenía 
también un carácter “contramayoritario”, en la actualidad se considera que son 
más democráticas, pues para superar las objeciones no se requiere una mayoría 
calificada sino tan solo la mitad más uno de los miembros de cada cámara. 
 
2. El proceso estatuido en la Carta Política de 1991 para dar trámite a las objeciones 
gubernamentales por inconstitucionalidad se torna más democrático y 
participativo, debido a que en el mismo intervienen las tres Ramas del Poder 
Público: el Congreso de la República, el Gobierno y la Corte Constitucional. A lo 
anterior se suma el hecho de que en las objeciones por inconstitucionalidad los 
ciudadanos pueden presentar sus intervenciones ante la Corte Constitucional, lo 
que fortalece el ejercicio deliberativo que debe caracterizar a los Estados 
democráticos. 
 
3. Las objeciones gubernamentales hacen parte del principio de colaboración 
armónica y funcionan como una relación de control entre las Ramas Ejecutiva y 
Legislativa del Poder Público. La finalidad de las objeciones gubernamentales no 
es otra que la de garantizar el correcto funcionamiento del Estado, 
específicamente del proceso legislativo. 
 
4. La necesidad y utilidad de las objeciones gubernamentales también se explica a 
la luz del sistema de “pesos y contrapesos”. Ahora bien, el sistema de pesos y 
contrapesos únicamente puede funcionar en sistemas verdaderamente 
democráticos, donde cada una de las Ramas cuente con un poder similar, 
perspectiva bajo lo cual un poder desmedido, como el que pudiera ostentar el 
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Presidente de la República en regímenes presidencialistas, representa un riesgo 
para el correcto funcionamiento de la democracia.    
 
5. Si bien, en nuestro país el poder Ejecutivo parece gozar de un poder más amplio 
que el que poseen las demás Ramas del Poder Público, difícilmente podría 
generarse, mediante las objeciones gubernamentales, la injerencia arbitraria de 
una de las Ramas del Poder Público en los asuntos de otra, pues en esta figura se 
ha incorporado un interesante sistema de pesos y contrapesos que incluye la 
intervención de la Corte Constitucional como mecanismo para conjurar las 
arbitrariedades. 
 
6. En relación con los proyectos de ley estatutaria, debe concluirse que no tienen 
cabida las objeciones gubernamentales por inconstitucionalidad frente a este tipo 
de normas. Únicamente podrían presentarse objeciones presidenciales por 
inconveniencia. 
 
7. En materia de recomendaciones, se debe indicar que, técnicamente hablando, 
resulta inconveniente que en una misma objeción se aglutinen varios artículos del 
proyecto objetado, puesto que así resulta difícil ganar en precisión y claridad. En 
consecuencia, es recomendable que en las objeciones se analicen uno por uno y 
en forma pormenorizada los artículos objetados, explicando en cada caso cómo 
cada uno de estos artículos vulnerarían la Carta Política.    
 
8. Las objeciones gubernamentales presentadas ante el Proyecto CGD, y contenidas 
en un documento de 21 páginas son, en muchos aspectos, desorganizadas y de 
difícil comprensión, puesto que no se analizan los motivos de 
inconstitucionalidad en forma individualizada y pormenorizada, sino que en una 
misma objeción se aglutinan varios artículos del Proyecto CGD que no guardan 
mayor de relación de contenido entre sí, y que parecieran vulnerar diferentes 
artículos constitucionales. En consecuencia, se debería exigir que el Gobierno 
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estructure las objeciones una por una y atendiendo en forma ordenadas al artículo 
o artículos superiores que considera vulnerados. 
 
9. A efectos de que el sistema de pesos y contrapesos, así como la colaboración 
armónica entre las Ramas del Poder Público se manifiesten adecuadamente, se 
recomienda otorgar mayor seriedad y rigurosidad al trámite de las objeciones 
gubernamentales por parte del Congreso de la República, en lo que respecta a 
suministrar a la Corte Constitucional toda la información requerida para que esta 
corporación pueda pronunciarse sobre todas y cada una de las objeciones, puesto 
que tal como vimos en el desarrollo de la presente investigación, la Corte 
Constitucional solo pudo pronunciarse sobre 2 de las 4 objeciones por 
inconstitucionalidad debido a que nunca conto con la información suficiente para 
realizar su pronunciamiento. 
 
10. En una sola legislatura debería llevarse a cabo no sólo el trámite en el Congreso, 
sino también el proceso extralegislativo, a saber: la revisión por la Corte, e 
incluso el procedimiento de las objeciones, puesto que atendiendo al Estado 
actual de la legislación tenemos que el plazo dentro del cual el Congreso de la 
República debe tramitar la insistencia frente las objeciones presidenciales 
implica un término indefinido para tal fin. Por lo tanto, se debería establecer un 
trámite extralegislativo que extienda el procedimiento de formación de una ley 
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